Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 14 minutos.) 


-La Comisión de Salud Pública tiene el gusto de recibir a la doctora Blengio, quien ha 
concurrido a solicitud de la señora Senadora Xavier a los efectos de conocer su opinión, desde el punto 
de vista jurídico, en relación a la Carpeta N* 567/2011: proyecto de ley por el que se establecen normas 
relativas a la interrupción voluntaria del embarazo. 


SEÑORA BLENGIO.- Buenas tardes a todos los señores Senadores y señoras Senadoras, en lo 
personal es un gusto estar hoy aquí y ser de utilidad para su trabajo en lo que tiene que ver con la 
discusión de este proyecto de ley. 


Si bien no conozco la dinámica de trabajo de la Comisión, propongo hacer primero algunas 
puntualizaciones sobre el tema para luego dar lugar a las preguntas que deseen formular. 


En relación al proyecto de ley, primero quisiera esbozar la situación vigente desde el punto 
de vista jurídico. En tal sentido, entendemos que estamos viviendo en inseguridad jurídica, lo que 
deriva en un vacío normativo. Esto es así en virtud del impacto que provocó la aprobación de la Ley 

N* 18.426, de fecha 1* de diciembre de 2008, relativa a los derechos sexuales y reproductivos. 
Aún cuando se observaron algunas de sus disposiciones -concretamente lo relativo al tema del 
aborto- la incidencia de esta ley en el ordenamiento jurídico fue sumamente notoria, particularmente en 
relación al Código Penal. Por mi parte, ya he expuesto esta posición que ahora estoy reiterando muy 
sintéticamente y considero que la exposición de motivos del propio proyecto de ley lo señala 
claramente. 


Haciendo una cita rigurosa, destaco que la fuente de todo esto está en la revista que hoy les 
he traído, del año 2009, en la que se publica todo lo que se plantea como opinión en la exposición de 
motivos del proyecto de ley. Si bien esta opinión puede ser discutible, nosotros entendemos que la 
incidencia de esta ley en relación al castigo a la mujer que aborta, estaría en contradicción con la ley y 
con las obligaciones que tiene el Estado en lo que tiene que ver con la atención integral de la salud de 
la mujer, incluyendo los aspectos sexuales y reproductivos. Ya hemos dicho que este tema de la 
inseguridad jurídica se duplica con lo relativo a la inseguridad sanitaria, en relación a los profesionales 
de la salud y la incertidumbre sobre qué aconsejar o cuál fármaco recetar para la interrupción 
voluntaria del embarazo. 


El segundo punto al que quiero referirme es la armonización normativa, aspecto fundamental 
tanto en este tema como en todos los que refieren a los derechos humanos. 


Vamos a referirnos a las normas que consideramos deben armonizarse. 


En primer lugar, citamos a la Constitución nacional y todas las normas que refieren a los 
derechos humanos y sus garantías, tema que no es menor; por otro lado, a los tratados de derechos 
humanos -desde nuestro punto de vista, el derecho que está consagrado en los tratados tiene la misma 
jerarquía que la Constitución- dentro de los cuales debemos diferenciar los que están dentro del ámbito 
de la OEA y los que están en el de la ONU. Los primeros son: la Convención Americana -cuyo artículo 
4% supongo es conocido por todos-; el Protocolo de San Salvador que, en primer lugar, refiere al 
principio de no discriminación y, en segundo término, en su artículo 15 refiere a la atención y ayuda a la 
madre antes y durante un lapso razonable después del parto; y por último, la Convención 
Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer. En el ámbito de la 
ONU, destacamos los siguientes tratados: la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de 
Discriminación de la Mujer; la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad y la Convención de los Derechos del Niño. Todas estas Convenciones hacen a la 
cuestión y tienen que ser analizadas para armonizar las normativas. 


Voy a citar las leyes nacionales fundamentales que debemos tener en cuenta: el Código 
Penal, concretamente su artículo 325 y siguientes y, obviamente, la modificación del artículo 38; la Ley 
N* 18.426 sobre derechos sexuales y reproductivos; la Ley N* 18.335 sobre pacientes y usuarios, su 
Decreto reglamentario N* 274/10 que, en materia de consentimiento informado, es sumamente extenso 
y abarca todo lo que la ley esboza en los artículos 11 y 18, fundamental en el tema de la niñez; el 
Código de la Niñez y de la Adolescencia, así como también dos leyes que no he visto referenciar en el 
proyecto, que me parecen muy importantes: la de datos personales y la de acceso a la información 
pública. Estas dos últimas leyes pueden contener cuestiones relativas a la confidencialidad y a 
aspectos que merecen tener mucho cuidado y atención en relación con la confidencialidad de una 
interrupción voluntaria del embarazo. Todo esto merece un estudio bastante exhaustivo e, incluso, si no 
me equivoco, el artículo 19 de la Ley N* 18.331 refiere al área de la salud en materia de datos que, en 
este caso, serían personalísimos. También hay dos leyes que tienen incidencia, que son la de violencia 
doméstica y la de voluntad anticipada, porque podría haber involucrado un tercero. Creo que para 
redactar un proyecto definitivo se tienen que tener en cuenta todos estos preceptos. 


Voy a esbozar los aspectos fundamentales que se deben tener en cuenta. 


En primer lugar, la armonización de derechos y la negación de su carácter absoluto. En este 
sentido, nosotros seguimos la línea de la Ley Orgánica 2/2010 de España, que señala la 
imposibilidad de regular esta temática de la interrupción voluntaria del embarazo desde el conflicto de 
derechos absolutos. Dice que, en este caso, el Legislador debe ponderar bienes jurídicos a tutelar, así 
como también los derechos que están en juego, en función del supuesto planteado. Es necesario, 
entonces, procesar las situaciones para buscar la forma y los requisitos en los cuales 
excepcionalmente se debe hacer prevalecer algunos derechos por sobre otros, partiendo de la premisa 
de la inexistencia de derechos absolutos. Esto es muy importante porque, desde nuestro punto de 
vista, vamos a hacer prevalecer algunos derechos frente a otros. 


La ley española que citamos expresa que la ponderación que el Legislador realiza ha tenido 
en cuenta la doctrina de la Sentencia del Tribunal Constitucional y atiende a los cambios cualitativos 
de la vida en formación que tienen lugar durante el embarazo, estableciendo, de este modo, una 
concordancia práctica de los derechos y bienes concurrentes a través de un modelo de tutela gradual a 
lo largo de la gestación. 


A partir de esta posición concluyo que los derechos no pueden considerarse absolutos sino 
que requieren una ponderación especial en base a la situación analizada que es, precisamente, esta. 
Se trata de apoyar a la mujer como principal protagonista de una decisión en esta primera etapa de la 
vida gestacional y se busca una autodeterminación consciente, elemento clave para lograr la 
maternidad responsable. Eso nos lleva a otro aspecto, que es el segundo y fundamental: el derecho y 
la garantía y, desde nuestro punto de vista, la primacía de la decisión de la mujer en la etapa inicial de 
la gestación. 


En la etapa primaria de la gestación debe prevalecer la decisión libre de la mujer sobre la 
potencialidad de una vida que, científicamente, aún no es viable. Estamos hablando de una vida cuya 
viabilidad no está demostrada hasta el momento. 


El Legislador debe garantizar el acceso a la interrupción voluntaria del embarazo en las 
condiciones que determina la ley. Este es nuestro punto de vista y en este caso sí tenemos un matiz 
con el proyecto. 


En el artículo 1? el proyecto de ley señala el derecho a decidir la interrupción de la gravidez. 
Nosotros consideramos que se trata de una garantía del derecho de la mujer. Se apuesta a hacer 
efectivo su derecho a la salud sexual y reproductiva en base a lo establecido en la Constitución y en la 
ley. De esta forma, lo que estamos haciendo es darle la garantía para que haga efectivo ese derecho 
preexistente. Entiendo que es un matiz no menor. El fundamento que le damos por esta garantía es el 
derecho a la vida, a la integridad física y moral, a la intimidad, a la libertad, a la no discriminación y al 
libre desarrollo de su personalidad. Entonces, el fundamento está en sus derechos, pero en nuestra 
opinión, esto es la garantía del acceso. Entendemos que el derecho está consagrado en la 
Constitución y en las leyes y también deriva de los convenios internacionales. Este es un aspecto del 


artículo 1% al que quiero hacer hincapié, más específicamente al primer inciso. En lo que respecta al 
segundo inciso, voy a hacer otra precisión. 


Ahora bien; partiendo de este aspecto -me refiero a la garantía- tenemos algunos temas que 
vamos a puntualizar. El acto sanitario debe ser incluido en los servicios sanitarios brindados y 
regulados por el Estado. Esta es una obligación asumida por el Estado; surge claramente de la ley que 
refiere a derechos sexuales y reproductivos, en concordancia con el Sistema Nacional Integrado de 
Salud y todas las normas que refieren a la universalidad y demás. En segundo lugar, no cabe duda de 
que no debe discriminarse a las mujeres que solicitan el acceso a esta prestación. 


En lo que tiene que ver con la objeción de conciencia, el punto está mencionado en el 
proyecto de ley y nos vincula directamente a los artículos 9% y 13. Sin embargo, nosotros discrepamos 
con la manera en que se refiere a la posible excusa de los profesionales. Creo que en este aspecto hay 
que seguir la posición de la ley de voluntad anticipada, que es clarísima. En ella se habla de la objeción 
de conciencia y creo, además, que esta objeción deriva de la libertad del individuo, derecho reconocido 
en la Constitución. También voy a hacer una salvedad en cuanto a la objeción de conciencia, que es 
individual; es del médico y no de la institución. Ella deriva de su libertad constitucionalmente 
reconocida. Por tanto, entendemos que el médico es quien puede objetar la intervención -toda vez que 
desee hacerlo- siempre y cuando el servicio esté asegurado. 


Por otro lado, deseo referirme a los requisitos para acceder a la interrupción voluntaria del 
embarazo. Algunos de ellos ya están previstos, por lo que voy a hacer algunas puntualizaciones. 


Como los señores Senadores habrán notado, no realicé un análisis artículo por artículo sino 
que los fui mezclando pues quise armonizar todo el proyecto de ley para entenderlo mejor. 


Estoy de acuerdo en lo que tiene que ver con el profesional actuante. Es un aspecto que me 
parece importante, excepto en los casos en que esté en riesgo la vida de la mujer. Esas serían 
situaciones excepcionales. 


Asimismo, el lugar donde se realiza la intervención no es un dato menor, más allá de los 
costos económicos que esto pueda tener. 


Otro de los aspectos fundamentales a destacar es el consentimiento de la mujer ya que es 
esta quien solicita acceder a la interrupción del embarazo. Si bien al respecto es de aplicación la Ley 
N* 18.335, en su artículo 18, literal D, no se hace referencia expresa a la confidencialidad. Me gustaría 
que se prestara especial atención a este punto debido a que está unido al tema de los datos 
personales, concretamente en cuanto al tiempo que se conservarán, si se codificarán o no, si cualquier 
persona puede tener acceso a ellos, a quién se puede comunicar esta información, etcétera. A nuestro 
juicio, insisto, se debería prestar especial atención a este aspecto y ver cómo se adecua con lo dictado 
por esta norma en relación a la protección de los datos personales, al acceso a la información pública y 
a los decretos reglamentarios y leyes posteriores que han ido modificando la regulación de este tema. 


Con respecto al plazo, compartimos las doce semanas a que refiere el proyecto de ley en el 
inciso primero del artículo 1% ya que consideramos que se trata de la etapa inicial de la gestación. Sin 
embargo, hacemos una salvedad muy especial en relación al segundo inciso, que se refiere al caso de 
violación. En base a un simple razonamiento, esta prohibición no sería acorde con la graduación -que 
mencioné anteriormente- de la protección de la vida gestacional, ya que permitiría la interrupción del 
desarrollo de un feto que ha superado el umbral de viabilidad. Es decir que podríamos interrumpir el 
embarazo de un feto que ya tiene 20 o 22 semanas. Reitero que esto no condice con el fundamento 
manifestado en forma armónica relativo a la protección gradual del crecimiento gestacional. Además, 
ante la existencia de un feto posiblemente viable, la interrupción por esta razón no sería armónica con 
la ponderación de derechos. Si se aceptara esta precisión, no solo caería todo lo manifestado 
anteriormente sino que entraríamos en un grave problema de colisión de derechos. 


Asimismo, creemos que en los protocolos de atención de los Ministerios del Interior y de 
Salud Pública debería establecerse la administración preceptiva de anticoncepción de emergencia en 


casos de denuncia por violación. Por lo tanto, en caso de que la mujer realizara la denuncia, se estaría 
eliminando el problema. A modo de ejemplo, deseo destacar que nosotros damos clases en la Escuela 
de Policía sobre derechos humanos y violencia doméstica; concretamente, enseñamos a tratar a una 
mujer que ha sido violada, ya que son ellos los primeros en asistirla. Entre las explicaciones iniciales se 
les aclara que deben apoyarla y enviarla inmediatamente a un centro de asistencia donde se le deben 
suministrar fármacos que la ayuden a no sufrir secuelas de clase alguna. Sin perjuicio de ello, se aclara 
que se debería advertir a la mujer de esta situación, ya que eventualmente podría ser contraria a que 
se le suministrara dicha medicación. Estamos hablando de una mujer que más allá del impacto por lo 
que pueda estar viviendo, es capaz de razonar lo que se le dice y explica. Entonces, si nos referimos a 
una administración preceptiva en un protocolo de asistencia en Salud Pública -por ejemplo, en caso de 
que a una denunciante se le ofrezca o facilite, sin perjuicio de su consentimiento, una anticoncepción 
de emergencia- estaríamos evitando el problema de una concepción por violación. Asimismo, 
estaríamos dentro del plazo; no habría problema al respecto. 


SEÑOR SOLARI.- Entiendo que lo preceptivo sería el ofrecimiento de la anticoncepción de 
emergencia, no la administración. 


SEÑORA BLENGIO.- En este caso sí, por la posibilidad de que esa mujer pueda plantear sus 
diferencias en cuanto al suministro de una medicación que provoca determinadas consecuencias. 
Cuando se constata que hubo una concepción, entra en juego la opinión del médico. De todas formas, 
realizada la denuncia, habría que analizar muy bien el tiempo transcurrido entre esta y la asistencia. No 
sé si será posible probar que la mujer concibió producto de una violación y que inmediatamente recibió 
una pastilla que le provocó la expulsión de esa posible concepción. No sé si me explico, señor 
Senador. 


SEÑOR SOLARI.- Me parece que sí, pero creo que no estamos hablando exactamente de la misma 
obligación. La obligación para el Estado en el caso de una violación obviamente es asistir a la mujer 
violada, darle apoyo, conducirla a un centro de salud, etcétera, y facilitarle la anticoncepción de 
emergencia o el medicamento abortivo de emergencia, pero no obligarla a que lo acepte. 


SEÑORA BLENGIO.- Exactamente, es lo que acabo de decir, y ni que hablar que en lo personal no la 
obligaría. 


SEÑORA XAVIER.- Quiero expresar algo, solo para que no quede en la versión taquigráfica una 
valoración equivocada. 


La píldora de anticoncepción de emergencia no es abortiva, sino que evita la anidación. 


SEÑORA BLENGIO.- Entiendo que una actuación del Estado en tal sentido puede ayudar. Quiero dejar 
la observación de que habría casos que no son denunciados y que no llegan al centro asistencial. Ahí 
tenemos otro problema. 


Me gustaría hacer una salvedad sobre un tema que no se encuentra en el proyecto de ley; 
pensé mucho por qué no lo habían incluido, pero luego de leer la Ley de Defensa del Derecho a la 
Salud Sexual y Reproductiva y otras normas, lo comprendí. 


Entiendo que todo esto tiene que ir acompañado de una batería de apoyo a la educación, 
fundamentalmente en la niñez y la adolescencia. Los aspectos relativos a una niña vulnerada por un 
mayor tienen que preverse en el plano educativo formal y no formal. Sé que la ley no puede prever 
todas las situaciones, pero estamos tratando de acotar el marco de las imprevisiones. 


En cuanto al tema del plazo, hago la salvedad y quiero dejar sentada mi posición con respecto 
a la violación a que se hace referencia en el inciso segundo del artículo 1*. 


SEÑORA XAVIER.- Técnicamente el aborto es hasta las 20 semanas ya que después la maduración y 
condición del feto es otra. A través de esta norma queríamos proteger el trauma que la mujer violada 


sufre para que si eventualmente queda embarazada y no acepta esa situación, tenga un trato especial 
diferente al de aquella que quedó embarazada por otras circunstancias y decide no proseguir ese 
embarazo. Entonces, queríamos flexibilizar las condiciones temporales. 


Entiendo lo que dice la doctora; comparto y entendí bien su precisión con relación a tomar 
una medida en el caso de la violación. Justamente tenemos pendiente un capítulo de delitos sexuales 
de una norma que tuvo aprobación parcial en la Legislatura pasada. Lo aclaro porque este tema es lo 
suficientemente complicado como para que le agreguemos otras discusiones, y sabemos que por más 
que científicamente queda claro que la píldora del día después no es abortiva, igual genera debates 
adicionales. Por lo tanto, estamos mucho más preocupados por llenar el vacío legal producido por el 
veto que no pudo levantar el Poder Legislativo sobre este capítulo. Entonces, un plazo superior a 
doce semanas pero inferior a veinte, podría ser algo para que esta ley en particular contemplara esta 
contradicción de derechos que creo que existe. No soy de las que piensan que el derecho es absoluto: 
ni del feto, a que la mujer en cualquier condición deba proseguir el embarazo, ni de la mujer, a no 
reconocer en ninguna situación que el proceso de gestación pueda llegar al final, al nacimiento y a la 
condición jurídica de persona. Podría ir, entonces, por el lado de una diferenciación de tiempos 
asignados a la mujer, de acuerdo a esta situación en particular. 


SEÑOR SOLARI.- La doctora Blengio plantea la contradicción entre la coexistencia cambiante de dos 
derechos, el de la madre y el del feto a lo largo de la gestación y dice que el inciso segundo del artículo 
19, tal cual está redactado, no es concordante con esa situación cambiante y me gustaría saber si para 
la doctora son concordantes las disposiciones que están enel artículo 4%, que son de otro orden: que 
esté en riesgo la salud de la madre o que existan malformaciones fetales graves. Quería escuchar su 
reflexión con respecto a estas otras dos situaciones porque alguna de las delegaciones que nos 
visitaron planteó la posibilidad de transferir este inciso segundo del artículo 1* al artículo 4”. 


SEÑORA BLENGIO.- Voy a contestar las dos preguntas, porque van unidas a lo que iba a decir. 


Entendemos que en las veinte o veintidós semanas encontramos el umbral de la viabilidad 
fetal de acuerdo a la explicación científica; por lo tanto, sería viable la interrupción posterior entre las 
doce semanas y las veinte o veintidós semanas. La señora Senadora Xavier habló de incluir el 
supuesto de violación en ese lapso y yo pienso que puede ser opinable, pero viable porque estamos 
siempre fuera de ese umbral de viabilidad opinable pero atendible. 


Consideramos que entre las doce y las veinte o veintidós semanas podría haber otras 
causales que son: las malformaciones fetales graves y que esté en riesgo la vida de la madre. 
Llegamos a la conclusión de que en todo el embarazo se puede permitir más allá del umbral de la 
viabilidad, por la vida de la mujer y por la malformación gravísima del feto -provocada quizás hasta por 
una enfermedad de la madre- la interrupción. 


Con esto creo que contesto la segunda pregunta del señor Senador, haciendo hincapié 
especialmente en los plazos y en que el umbral de viabilidad es considerado fundamental. Apuesto a 
que el tema de la violación se pueda solucionar en las doce semanas. 


SEÑOR SOLARI.- No más de las doce semanas. 


SEÑORA BLENGIO.- Y para ello es fundamental el trabajo en materia educativa y familiar porque esto 
muchas veces ocurre dentro de la familia y con la imposibilidad del menor de expresar lo que le está 
pasando cuando es víctima de abuso. 


SEÑOR MOREIRA.- La doctora Blengio aludió a la situación en que estuviera en riesgo la vida de la 
madre; sin embargo, el literal a) del artículo 4% habla de “la salud o vida de la mujer”. El término “salud” 
es muy genérico y amplio; por lo menos así lo considero yo después de leer las definiciones que se 
han dado al respecto. Si no entendí mal, la doctora Blengio sería partidaria de mantener la palabra 
“vida” más que “salud”. ¿Puede ser que le resulte vago hablar de “salud” además de “vida”? 


Por supuesto que no soy médico, pero me atemoriza decir que el umbral de viabilidad se 
ubica entre las veinte y veintidós semanas. No alcanzo a comprender qué significa la expresión “umbral 
de viabilidad” y cómo se puede decir que está entre las veinte y veintidós semanas. 


SEÑORA MOREIRA.- La Medicina no es una ciencia exacta. 
SEÑOR MOREIRA.- El Derecho sí lo es. 
(Dialogados.) 


SEÑOR PRESDIENTE.- Daré una explicación a la interrogante planteada por el señor Senador en 
cuanto a lo que significa en este caso el término “viabilidad”. 


Es claro que el feto permanece dentro del útero durante nueve meses y que está 
científicamente comprobado que si después de las veinte semanas es sacado del útero, tiene 
posibilidades de viabilizarse y de vivir. Desde el punto de vista anatómico, fisiológico y de desarrollo 
sería inviable hacerlo antes de las veinte semanas. 


SEÑOR MOREIRA.- En realidad, mi inquietud está relacionada con el término de las veinte o veintidós 
semanas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo de las veinte semanas es de absoluto rigor científico. 
(Dialogados.) 


SEÑORA BLENGIO.- Esto está vinculado con la actividad cerebral. Quizá los médicos puedan 
explicarlo mejor, pero la formación de la corteza cerebral determina ese plazo. Entiendo que este tema 
es opinable y que podría hacerse la averiguación correspondiente como forma de determinar con 
exactitud el plazo de las veinte o veintidós semanas. En la ley española se habla de catorce semanas y 
no de doce. Se me podrá preguntar por qué son catorce y no doce. 


SEÑOR MOREIRA.- Exactamente. 


SEÑORA BLENGIO.- Por esa razón manejo cierto margen de flexibilidad. Entiendo que si se optó por 
establecer doce semanas, será porque se entendió mejor que fijar catorce, que es el número que 
maneja la ley española. Otras legislaciones han preferido hablar de veintidós semanas, mientras que 
algunas establecen veinte. Esto obedece a esa dificultad con relación a esa vida y a ese pasaje del 
umbral de viabilidad. 


Quiero destacar que estamos hablando del peso y de la viabilidad del feto. Generalmente, a 
las 20 semanas no pesa menos de 500 gramos. No sé si hay algún caso en el mundo en que un feto 
haya logrado sobrevivir con un peso inferior. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se han dado casos aislados, pero diría que es casi imposible que el feto 
sobreviva. 


SEÑORA BLENGIO.- ¡Imagino que los señores Senadores tiene idea de lo que significa un peso de 
500 gramos! 


Desde el punto de vista científico y médico, distintas conexiones llevan a esas imprecisiones; 
hay que tener en cuenta que la vida del ser humano no es robótica, al menos por ahora. 


SEÑOR MOREIRA.- Si no entendí mal, la doctora Blengio hablaba de la prioridad de unos derechos 
sobre otros y de que hasta esas veinte semanas prima el derecho de la mujer a tomar esa decisión por 


sobre la vida del feto. 


SEÑORA BLENGIO.- El señor Senador debe saber que al comienzo hablé de las doce semanas y que 
ahora me estoy refiriendo a las excepciones. En ese momento hablé de la primacía de la voluntad de la 
mujer en la primera etapa de la vida gestacional, que reafirmo es en las doce semanas, en las cuales 
una interrupción, desde nuestro punto de vista, daría a la mujer la garantía de que no tendrá secuelas. 
Entre las doce y las veinte semanas estaríamos hablando de otros riesgos. Lo que siempre dije fue que 
la vida y la decisión de la mujer están dentro de las doce semanas y que esa es una garantía de su 
derecho a la salud. A ese respecto, jamás explicamos los derechos como categorías de primera, 
segunda o tercera generación porque entendemos que emanan de la vida misma y de la dignidad. La 
salud deriva de la vida, porque si esta no existe, tampoco hay salud. Entonces, reafirmo la necesidad 
de que se manifieste el derecho a la vida de la madre. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿A las siete semanas no hay vida? 


SEÑORA BLENGIO.- Tal vez al señor Senador no le queda claro este tema porque llegó después de 
que diera la explicación. 


SEÑOR MOREIRA.- Así fue. 


SEÑORA BLENGIO.- Discúlpeme, señor Senador. Entonces debo explicarle que hemos hablado de la 
ponderación de los bienes jurídicos y de la inexistencia de los derechos absolutos. En la primera etapa 
gestacional prima el derecho a la vida de la mujer, que el Estado debe garantizar. 


SEÑOR MOREIRA.- Que prima sobre el derecho a la vida del feto. 

SEÑORA BLENGIO.- Es una vida que no sabemos si es viable. 

SEÑOR MOREIRA.- Pero tampoco sabemos si es inviable. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Le solicito al señor Senador mantener el orden en el debate. 


SEÑOR SOLARI.- Si el equilibrio entre el derecho de la madre y el del feto giran en torno a la viabilidad 
de la vida extrauterina, ¿tiene algún sentido la limitación de las doce semanas? ¿O siempre debería 
mantenerse la interrupción voluntaria por debajo de las veinte semanas? Según lo que acaba de decir 
la doctora Blengio, el derecho del feto sería inviable y de un valor menor al de la madre. Esta es mi 
primera pregunta, aunque después tengo otra para hacerle, pero en un contexto distinto. 


SEÑORA BLENGIO..- La interrupción en las doce semanas nos asegura en la generalidad la vida de la 
mujer. Después de las doce semanas estamos hablando de causales expresamente acordadas por el 
Legislador en este caso y fundadas, en otros motivos, tales como un grave peligro de vida de la mujer 
que permita la interrupción. No estamos de acuerdo con que se prolongue el plazo de doce a veinte 
semanas o más, salvo excepciones expresamente mencionadas que se justifican en los propios 
derechos de la mujer. Todo se funda en la necesidad de armonizar y ponderar los bienes jurídicos 
protegidos. 


SEÑOR SOLARI.- Quisiera dejar constancia en la versión taquigráfica de que conceptualmente estoy 
de acuerdo con lo que acaba de expresar la doctora Blengio, pero en ese caso y según una publicación 
del año 2012... 


SEÑOR AGAZZI.- No puede ser de 2012. 


SEÑOR SOLARI.- Sí, señor Senador, es una publicación anticipada. 


Se trata de un estudio de Prada, Biddlecom y Singh con respecto al aborto inducido en 
Colombia, donde se establece claramente -al igual que en el resto de la literatura que he revisado- que 
el uso más efectivo y seguro del Misoprostol y del RU 486 para la gestante es hasta la novena semana, 
no hasta las doce semanas. 


SEÑORA BLENGIO.- Creo que ya hemos visto el tema de los plazos, por lo que me voy a referir a los 
menores de edad, tema que está contemplado en el artículo 5” del proyecto de ley. El texto refiere a la 
menor no emancipada que requiere “el consentimiento de por lo menos uno de sus representantes 
legales o, en su ausencia o inexistencia, quien ejerza su custodia legal”, es decir, un tutor o venia 
judicial. Nos parece que no sería de recibo la distinción entre mujer emancipada o no emancipada. 
Simplemente planteo la siguiente pregunta: ¿permite la emancipación, observada de acuerdo a las 
formalidades que establece el artículo 281 del Código Civil, el ejercicio de actos civiles como una 
interrupción voluntaria del embarazo? 


Entendemos que la referencia a la menor emancipada no se armoniza con la legislación 
vigente en materia de derechos sexuales y reproductivos. Creo que el Código Civil jamás pensó en la 
interrupción voluntaria del embarazo; lo que pudo haber pensado el Legislador en lo que hace a la 
emancipación iba para otro lado. No olvidemos que se hablaba de 21 años y ahora la mayoría de edad 
se logra a los 18, lo que generó modificaciones; es obvio que la emancipación jamás se pensó 
respecto de este tema. 


Por lo tanto voy a preferir, en todo caso, la expresión “adolescentes”. ¿Por qué 
“adolescentes” y no “menores”? Porque ahí me remito al Código de la Niñez y la Adolescencia, que 
refiere a la distinción entre menor y adolescente, y aun con décadas de diferencia estamos hablando 
de 13 años cuando el Código Civil hablaba de 12 y 14 para determinadas cosas. Siempre estamos 
hablando de una edad en la que podría darse el despertar sexual, y aunque me podrán decir que es 
antes o después, en el Derecho siempre hay que poner algún límite temporal. 


En definitiva, entendemos que debe hablarse de “adolescentes” y que en el caso de los 
menores es esencial la lectura armónica de toda la normativa, ya que debe tenerse en cuenta la 
protección del interés superior del niño con la autonomía progresiva de los menores de edad. Esto no 
tiene nada que ver con la edad civil que le permite y regula su capacidad para contratar o trabajar, ni 
con su edad política para sufragar; se trata de otras previsiones. Estos principios que acabo de 
mencionar están incluidos en la Convención de los Derechos del Niño, en el Código de la Niñez y la 
Adolescencia, en las leyes posteriores al Código Civil -como la de Pacientes y Usuarios de los 
Servicios de Salud- y en sus decretos reglamentarios. 


El artículo 11 bis del Código de la Niñez y la Adolescencia establece el derecho de los niños 
y de los adolescentes a acceder a los servicios de salud sexual y reproductiva; asimismo, impone el 
deber de confidencialidad a los profesionales actuantes, así como también la obligación de ofrecerles 
la mejor forma de atención y el tratamiento si corresponde. Reitero que se habla del deber de 
confidencialidad para los profesionales actuantes. Sobre la participación de los adultos en este campo, 
se señala que se deberá propender que las decisiones del menor o del adolescente en relación a su 
salud sexual y reproductiva se adopten en concurrencia con sus padres u otros referentes adultos de 
su confianza. Cuando hace intervenir al Juez, lo hace en el caso de riesgo grave de salud del menor y 
cuando no pueda llegarse a un acuerdo con sus padres o responsables sobre un tratamiento a seguir; 
al respecto, debemos aclarar que esto no es un tratamiento. Por otro lado, en el Código de la Niñez y 
la Adolescencia tampoco se distingue entre menores emancipados o no emancipados. ¿Qué pasó 
después? Aparece el Decreto reglamentario N* 274 de 2010. En su artículo 24 se introduce -no 
entiendo bien, pero razones habrá- a los adolescentes no emancipados ni habilitados por edad. Pero 
en ese propio artículo 24 se señala que “Sin perjuicio de lo previsto precedentemente, tratándose de 
adolescentes podrán efectuarse actos de atención a su salud con su consentimiento fundado y sin el 
consentimiento de los padres, tutores u otros responsables, si en función de su grado de madurez y 
evolución de sus facultades, el profesional de la salud actuante considera que el adolescente es 
suficientemente maduro para ejercer el derecho a consentir”. Esta disposición establece que, 
tratándose de adolescentes, podrán acceder a servicios de salud sin el consentimiento de sus padres o 
representantes en base al grado de madurez del menor. Por tanto, desde nuestro punto de vista, en 
materia de derechos sexuales y reproductivos, de la lectura armónica de las normas vigentes surge 
que el consentimiento de los adolescentes tiene especial relevancia. El adolescente es el que decide 


tener relaciones sexuales, más allá de la concepción que los adultos puedan tener en relación a su 
madurez y su efectiva capacidad para tenerlas. Reitero que lo que nosotros opinemos sobre su 
madurez es otro problema; es él el que toma la decisión. Por lo tanto, hay que respetar el 
consentimiento de los adolescentes que tienen capacidad para comprender aquello sobre lo que están 
decidiendo. Insisto: los adolescentes comprenden lo que están decidiendo. Por tal razón debe 
respetarse el consentimiento del menor que comprende lo que está decidiendo, sin perjuicio de 
informar a los progenitores y requerir su conformidad, salvo en caso en que pueda estar en peligro la 
vida del menor por temor a represalias o violencia. 


SEÑOR SOLARI.- Cuando la doctora hizo referencia a que había que tener en consideración la 
capacidad de los adolescentes para decidir tener relaciones sexuales y, por lo tanto, para tomar otras 
decisiones conexas, en algunos momentos usaba la palabra “adolescentes” y en otros “menores”. 
Pero como menores son todos, pero unos son niños y otros adolescentes, quisiera precisar bien su 
pensamiento. Digo esto porque existen menores no adolescentes que también tienen relaciones 
sexuales. Entonces, quiero saber si se está refiriendo a todos los menores o exclusivamente a los 
adolescentes, dejando fuera a los niños y niñas. 


SEÑORA BLENGIO.- Entendemos por menor a alguien menor de 18 años. Agradezco su precisión, 
señor Senador. Estoy hablando siempre de adolescentes de 13 años en adelante. Cuando utilicé la 
palabra “menor”, me refería a menores de 18 años, que es distinto a niño, y me rijo por la ley vigente, 
que es el Código de la Niñez y la Adolescencia. 


(Intervención que no se oye.) 


-También son menores, pero estrictamente sería menor de 18 años; por ahí va todo el 
ordenamiento como se ha estructurado. Reitero que agradezco la precisión que ha realizado el señor 
Senador. 


SEÑOR SOLARI.- Quisiera hacer otra precisión: es adolescente, niño, o es un feto en formación. Si 
recuerdo bien, el Código de la Niñez y de la Adolescencia dice que es menor toda persona cuya edad 
sea inferior a los 18 años y no dice nada con respecto al momento de la concepción, que sí es 
mencionado por el Pacto de San José de Costa Rica. 


SEÑORA XAVIER.- No lo menciona porque no es persona. 
SEÑOR SOLAR!I.- En mi opinión, hay tres categorías. 


SEÑORA BLENGIO.- Quiero darle tanta atención a lo que usted va a preguntar como a lo que dijo el 
señor Senador Solari y si me permite quiero completar la idea. 


Creo que el debate de este tema ha tenido muchas idas y venidas, y los más veteranos de 
esta mesa podrán decirlo mucho mejor que yo. Estoy hablando de 1985 y de todos los proyectos 
posteriores. En la medida de nuestras posibilidades, cada uno de nosotros ha seguido de cerca las 
discusiones de los proyectos relativos al aborto, viendo de dónde emanan y cómo el tema 
transversaliza las opiniones políticas, filosóficas, religiosas y de Derecho. Es por eso que todas las 
posiciones me merecen el mayor de los respetos. 


Ahora bien, he seguido la discusión parlamentaria que ha tenido lugar en las distintas 
Legislaturas y puedo señalar que la incidencia, o mejor dicho, el debate en torno al comienzo de la vida 
y el Pacto de San José de Costa Rica, está saneado desde el punto de vista de la doctrina uruguaya. 
No he visto que este punto se planteara en discusiones recientes, pero si se lleva a la Cámara de 
Representantes es probable que se debata. Solo quiero decirles que hemos analizado 
exhaustivamente y muy de cerca este tema con nuestros colegas. 


Con respecto a este asunto, les traje dos opiniones: la del doctor Cassinelli Muñoz y la del 
doctor Gros Espiell. Ambos señalan que la redacción del artículo 4% del Pacto de San José de Costa 


Rica, cuando dice “en general, a partir del momento de la concepción” flexibiliza la protección de la 
vida desde ese momento. Y digo que la flexibiliza porque la Convención Americana hizo lo que no hizo 
la Convención Europea de 1950, que habló de la vida, pero nunca se refirió a cuándo comenzaba su 
protección. Entonces, el Consejo de Europa tuvo mayor libertad o flexibilidad que el Sistema 
Interamericano de la OEA, en particular a partir de la Convención Americana. La inclusión de las 
palabras “en general” en el artículo 4%, dentro de todo, colaboraron para que esa introducción de la 
protección de la vida desde la concepción se flexibilizara. Entiendo que esa posición hoy es mayoritaria 
en gran parte de la doctrina, sin perjuicio de que mucha gente venga aquí y lo mencione o que muchos 
Legisladores señalen que no, que debe protegerse la vida desde la concepción y de que hagan otra 
interpretación de la Convención Americana. 


Con relación a la Convención de los Derechos del Niño, reafirmamos lo que ya hemos dicho, 
porque allí se establece que menor es toda persona menor de 18 años, cuando se habla de su vida, 
pero nada dice del comienzo de la vida. Si esa Convención dijera algo sobre el comienzo de la vida, ni 
China ni muchos otros países que tienen regulado e impuesto el aborto como una práctica más que 
indicada en determinadas situaciones -debido al crecimiento poblacional- hubieran ratificado la 
Convención de los Derechos del Niño, que es prácticamente la más suscrita del mundo. 


Reitero la incidencia que tiene el Pacto de San José de Costa Rica, en particular, en su 
artículo 4%. Si los integrantes de la Comisión desean saber de dónde pueden extraen estas dos 
opiniones, con gusto puedo proporcionarles la información. Creo que este es un debate sobre el que no 
importa la opinión que se tenga -porque cada cual es libre de opinar lo que quiera- pero entendemos 
que desde el punto de vista racional y con la existencia de opiniones fundadas, refrendadas por 
muchos otros especialistas -y me afilio a esa posición- creo que es bastante fuerte la interpretación que 
se hace y la incidencia que tiene la Convención Americana. 


SEÑOR MOREIRA.- Personalmente, tengo una opinión muy distinta. 


Con respecto a lo que mencionaba la doctora en cuanto a la libertad de elección sexual y a 
las relaciones sexuales entre adolescentes, dentro de un término acotado por el Código de la Niñez, 
me pregunto si esto no generará algún tipo de colisión con el artículo del Código Penal referido a la 
violación ope legis. Esta duda me surgió a raíz de que algunas conductas son reprimidas: cuando se 
mantienen relaciones sexuales con una menor de quince años o se presume que hubo violación. Para 
ese caso se estableció una sanción penal hace mucho tiempo que, si mal no recuerdo, sigue vigente. 
Concretamente, me pregunto si no existe alguna colisión entre esa libertad a la que alude la doctora y 
ese artículo del Código Penal que establece que se presume la violación cuando uno de los dos 
protagonistas del hecho tiene menos de quince años. 


SEÑORA BLENGIO.- No entiendo qué relación tiene lo que manifiesta el señor Senador con el tema 
que estamos considerando. 


SEÑOR MOREIRA.- Me refiero a que si esa libertad es tal, en cuanto se tipifica como conducta lícita... 


SEÑORA BLENGIO.- Señor Senador: considero que las relaciones sexuales entre adolescentes 
siempre existieron. Es más, existían incluso en la época en que la mujer era menor de edad hasta los 
veintiún años, cuando tenían relaciones sexuales, se casaban y tenían varios hijos. Ahora, en cambio, 
las mujeres tienen hijos recién a los treinta años. 


Creo que nuestro Código Penal fue pensado desde la óptica del hombre, por lo tanto 
necesita una inmersión en la realidad del mundo del siglo XXI, una adecuación a la realidad para poder 
brindar apoyo ante muchas conductas de nuestros adolescentes. 


En cuanto a la ope legis, desde el punto de vista del aborto, esta se da en determinadas 
situaciones. Quienes ejercemos la profesión -como es mi caso- ponderamos muchísimo el hecho de 
considerar o no una violación ope legis. Como abogados, sabemos muy bien cómo utilizar esa 
herramienta y si hubo o no violación ope legis. Creo que la intención del Código Penal con este artículo 


fue preservar algo que después se pudo haber desnaturalizado, aunque aquí estamos hablando de un 
tema totalmente diferente. 


SEÑOR MOREIRA.- En ese artículo se parte de la hipótesis de que una de las dos personas que 
participan en el hecho tiene más de dieciocho años, o sea, que es imputable penalmente. Esta es una 
manera de decir que no está absolutamente liberada la persona que es menor de edad, ya sea mujer u 
hombre, ya que también puede darse el caso de una mujer que abuse de un joven de trece años, lo 
cual constituye una violación ope legis. Por eso me preguntaba si este caso no significa una limitación 
a esa presunta libertad dado que aquí se prevé una sanción penal. 


SEÑORA BLENGIO.- No, no existe limitación porque en caso de que hubiera una denuncia, se estaría 
protegiendo a la víctima. El bien jurídico que protejo cuando alguien me cuenta que ha sido víctima, es 
la propia víctima. No voy a aludir al mal uso de esa herramienta, sino que voy a darle el mejor uso que 
se le puede dar, aquel que fue pensado por el Legislador. Entonces, en ese caso, estoy protegiendo a 
esa persona; por supuesto que ella tiene la libertad de mantener relaciones sexuales con quien quiera, 
pero yo debo protegerla porque fue abusada y es menor. 


SEÑOR MOREIRA.- No necesariamente tuvo que haber sido abusada; pudo haber prestado su 
consentimiento. 


SEÑORA BLENGIO.- Pero estamos hablando de otra cuestión, estamos tratando de proteger a la 
víctima. Esto no tiene nada que ver con la decisión adoptada por el menor, que resolvió que quería 
mantener relaciones. Hoy día en muchos centros asistenciales de nuestro país hay letreros que indican 
que los adolescentes entrarán a consulta sin sus padres. Es decir que entran si el menor quiere; es así. 
Es más, en lo personal he preguntado a una médica si me deja pasar con un adolescente, lo que indica 
que estamos hablando de una realidad a la que el Derecho le ha puesto luz. Esta situación no es 
producto de la degeneración, sino que -insisto- el Derecho ha puesto luz a algo que está ocurriendo 
desde hace mucho tiempo. Sucede que los adolescentes y los jóvenes se casan más tarde, pero 
siguen teniendo relaciones desde temprana edad; eso no ha variado. 


SEÑOR MOREIRA.- Siempre las tuvieron, y así vamos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Señores Senadores: invitamos a la doctora Blengio con el fin de que nos 
asesore sobre temas puntuales que, por supuesto, pueden dar lugar a discusión. Sin embargo, lo usual 
no es que discutamos las opiniones de un invitado. En consecuencia, solicito que la doctora continúe 
con sus consideraciones, máxime cuando hace ya un tiempo prudencial que una colega suya está 
esperando para ingresar. Asimismo, pido que escuchemos con atención, dado que luego contaremos 
con los insumos correspondientes para poder discutir sobre el tema. 


SEÑORA BLENGIO.- En lo que respecta a los incapaces, señor Presidente, es muy importante tener 
en cuenta la Convención de Naciones Unidas que, en relación a los derechos, es mucho más extensa 
y pormenorizada que la Interamericana. Digo esto porque en el proyecto inicial que recibí parecía 
existir cierta confusión entre “discapacitados” e “incapaces”. Siempre debo referirme a “incapaces”, que 
es diferente a “discapacitados”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es algo que debemos corregir. 
SEÑORA BLENGIO.- Cabe aclarar que estamos hablando del incapaz declarado judicialmente. 


Aún así, la Convención de Naciones Unidas del año 2006 -cuyo protocolo el Parlamento 
ratificó en esta Legislatura y, concretamente, recién este año, pues había sido omitido- es en verdad 
muy importante porque, en caso de que el Estado no cumpla con las obligaciones que surgen de esa 
Convención, permite ir ante un Comité de Naciones Unidas y denunciar un caso puntual. Más allá de 
esto, diría que su artículo 23 tendría que estar en concordancia con la disposición que alude al respeto 
al hogar y a la familia. 


Ahora bien; quería detenerme en el punto referido a las situaciones punibles. En el artículo 15 
se dice: “Deróganse los artículos 325, 325bis y 328”; y más allá de con el “bis” y con el “ter” hay que 
ser muy cuidadosos, voy a plantear tres interrogantes dirigidas a los integrantes de la Comisión. 


Primero, la persona que realice un aborto con consentimiento de la mujer pero fuera de los 
casos previstos por la ley en relación al plazo y sin que operen excepciones, ¿no tiene castigo? Creo 
que sí debería tenerlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por nuestra parte, tenemos una sugerencia de nueva redacción. Vamos a 
darle lectura ahora a efectos de saber si, a juicio de la doctora Blengio, esta rectificación del texto es 
correcta. 


SEÑORA XAVIER.- La redacción propuesta sería la siguiente: “Modifícase el art. 325 bis del Código 
Penal, el que quedará redactado de la siguiente forma: “325 bis. (Del aborto efectuado con la 
colaboración de un tercero, con el consentimiento de la mujer y en condiciones de riesgo). El que 
colabore en el aborto de una mujer con su consentimiento, con actos de participación principal o 
secundaria, fuera de los servicios de asistencia médica del Sistema Nacional Integrado de Salud y en 
condiciones de riesgo para la salud o la vida de aquélla, será castigado con seis a veinticuatro meses 
de prisión.” 


Creo que la doctora Blengio se refería a que no se incluyera la expresión “en condiciones de 
riesgo”. 


SEÑORA BLENGIO.- Me refiero a que esto sea así pero sin que operen excepciones, es decir, sin 
condiciones de riesgo. Aquí se están previendo hipótesis de regulación y este caso estaría exceptuado, 
es decir que eso sería restrictivo a una situación y, en ese caso, cabría preguntarse para qué se 
establecen los requisitos en la norma. 


SEÑORA MOREIRA.- Me pregunto cómo se redactaría un texto para esas situaciones que se dan 
luego de las primeras doce semanas, sin excepciones, tipificando un delito no necesariamente con 
privación de libertad. 


SEÑORA BLENGIO.- Creo que escuché hablar solamente de privación de libertad. Ahora bien; pienso 
que aquí lo fundamental es la inhabilitación del título. 


SEÑORA MOREIRA.- Me estaba refiriendo a la mujer. 


SEÑORA BLENGIO.- Al caso de la mujer haré referencia más adelante. Creo que si se tratara de un 
médico, la inhabilitación del título sería algo muy importante, justamente porque estamos hablando de 
un médico. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿Y si no se tratara de un médico? 


SEÑORA BLENGIO.- En ese caso no habría inhabilitación del título. Conociendo la regulación y 
existiendo la objeción de conciencia, se incumple con todo lo enseñado en cuanto a lo que se podía 
hacer y lo que no, lo cual está regulado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esa hipótesis no está prevista en este proyecto de ley, pero sí en los códigos 
de ética que tienen y manejan los propios médicos. Allí están previstas este tipo de situaciones, como 
también las sanciones respectivas, desde las amonestaciones hasta la inhabilitación del título. Cabe 
acotar que el Código de Ética Médica está siendo elaborado por el Colegio Médico recién formado. 


SEÑORA BLENGIO.- ¿Y qué jerarquía normativa tendrá ese Código? ¿Tendrá el rango de ley? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, así será. 


SEÑORA BLENGIO.- En todo caso, estamos hablando de algo a futuro. 


SEÑOR MOREIRA.- Analizando la actual redacción del artículo 325 bis, observo que se habla de quien 
colabore en el aborto de una mujer, con su consentimiento. Ahora bien, el colaborador no es sólo el 
autor material de la operación quirúrgica sino quizás quien consigue el médico, el que le paga, 
etcétera. Creo que aquí se habla del colaborador con un sentido más amplio que el de profesional 
médico, o auxiliar de enfermería, que es quien realiza el acto de extracción del feto. 


SEÑORA BLENGIO.- Eso depende de a qué interrupción nos estemos refiriendo. 
SEÑOR MOREIRA.- Esto está pensado desde el punto de vista quirúrgico. 


SEÑORA BLENGIO.- Es interesante que se tenga en cuenta el aspecto de la educación. Doy clases 
en distintos centros educativos y a todos los niveles -desde los profesores del IPA, hasta los 
policías- y puedo decir que todavía hay algunas personas que creen que en un aborto se extrae a un 
niño, primero una mano, luego los ojos, etcétera. Son increíbles las cosas que se pueden llegar a 
escuchar en un aula. Entonces, acá estamos hablando de otra cosa, es decir, cuando estamos 
interrumpiendo un embarazo de muy pocas semanas. Y por ello es que el Código Penal prevé aquellas 
situaciones que se alejan de esas hipótesis. Por tanto, tenemos que observar, castigar o sancionar a la 
persona que, repito, se aleja de estas hipótesis. En definitiva, hay que tener en cuenta la creencia 
popular en relación a este tema; incluso, esto ocurre a nivel terciario del IPA, es decir, estudiantes que 
ya pasaron por secundaria. 


El otro caso es el del que colabora. 


¿Qué sucede con la mujer que aborta fuera de los casos previstos por la ley, es decir, en 
relación al plazo y sin que operen excepciones? Aquí tenemos otra hipótesis. ¿Para qué se está 
creando una ley? 


No compartimos la posición de que sea privada de libertad. En otras legislaciones he visto 
que se habla de multas. 


SEÑOR MOREIRA.- Penas alternativas. 


SEÑORA BLENGIO.- O de algún otro tipo de sanción. Pueden existir penas alternativas. No 
compartimos la idea de que sea recluida, pero sí creemos que se debe analizar esta hipótesis porque, 
de lo contrario, no estamos regulando todos los casos. 


Ya me referí a la mujer que aborta fuera de los casos previstos por la ley con relación al 
plazo. Por otra parte, está la persona que realiza un aborto con consentimiento de la mujer, pero sin 
dar información sobre otras opciones y requisitos formales que la ley brinda, y aquí hay que considerar 
lo relativo al consentimiento. ¿Cómo operan las iniciativas sanitarias en el Hospital Pereira Rossell? 
Dando información ante un embarazo no deseado. Y dicha información tiene relación con todas las 
opciones que la mujer puede tener en estos casos. Se apunta al hecho de que la mujer tenga un 
asesoramiento integral, incluso la práctica supone que la mujer se vaya sin que se conozca 
exactamente cuál es su decisión. Luego está el problema de la clandestinidad, porque no se sabe qué 
fármaco utiliza. 


¿Qué pasa si hay una interrupción del embarazo sin que se cumpla esa formalidad de 
brindar información? ¿Cuál es el objetivo de la información? Darle trascendencia a la decisión; 
demostrar que se comprende la importancia de la decisión que la mujer va a tomar, que debe ser libre 
y consciente de lo que hará en base a la información que se le suministra. Se podría dar el caso de una 
persona que realiza un aborto con el consentimiento de la mujer, pero sin haberle dado ningún tipo de 
información. En algunas otras legislaciones se prevé un plazo de tres días desde que la mujer recibe 
toda la información y se le explica cómo es la interrupción del embarazo. De esa manera la mujer 
puede analizar qué va a hacer, y a los tres días tomar la decisión. Entonces, ahí es más fácil demostrar 


si hubo o no información. Este caso apunta a darle importancia y relevancia a la información brindada a 
la mujer, porque es un embarazo no deseado. Además, hay que comprender que la mujer debe estar 
informada de todas las opciones. Al menos, ese siempre ha sido el tenor que se ha dado a los temas 
relativos a la salud sexual y reproductiva porque no se trata solamente de dar una simple receta. Este 
es el tenor que tiene toda nuestra legislación en materia de bioética y de consentimiento informado, 
con el fin de que la persona comprenda de qué se está hablando e integre la información a la decisión 
que va a tomar. ¿Qué sucede si no se le dan todos estos elementos? En realidad, se está ante un 
incumplimiento porque si bien se respetaron los plazos, no se cumplió con el requisito que establece la 
ley. Estas son las tres hipótesis sobre las que entiendo habría que precisar. 


Por último, en lo que tiene que ver con el turismo por aborto, que veo se ha incluido en el 
proyecto de ley, en lo personal acotaría un poco los plazos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En realidad, ya lo hicimos porque lo redujimos a veinticuatro semanas. 


SEÑOR SOLARI.- Me gustaría preguntarle a la doctora Blengio cómo ve la armonización jurídica de 
este proyecto de ley con normas que obligan al progenitor masculino a ser responsable del producto de 
la gestión, cuando en esta iniciativa no tiene ninguna participación en la decisión de interrumpir el 
embarazo. ¿Cómo se concilian ambas cosas? 


SEÑORA BLENGIO.- Entiendo que ahí hay un problema grave porque la responsabilidad paterna 
forma parte de una premisa del siglo XXl y está presente en todos los instrumentos internacionales. 
Además, la igualdad de obligaciones con respecto a los hijos es una regla fundamental y, en este caso, 
entiendo que hay una falta. Si bien tengo una opinión personal sobre el punto, no se lo menciona en el 
proyecto de ley. Además, considero que es algo relevante, sobre todo a partir de las veinte semanas de 
embarazo, porque podríamos estar hablando de una pareja absolutamente armónica pero 
perfectamente la mujer puede salir de la casa y volver sin sus seis meses de embarazo. Quizás pueda 
alegar una malformación, pero es algo que tiene que explicar al padre. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos a la doctora Blengio por toda la información que nos ha 
brindado. 


(Se retira de Sala la doctora Blengio.) 


(Ingresa a Sala la doctora Alicia Castro.) 


-La Comisión de Salud Pública, que tiene a su consideración el proyecto de ley relativo a la 
interrupción voluntaria del embarazo, tiene mucho gusto en recibir a la doctora Alicia Castro, cuya 
opinión queremos conocer, fundamentalmente en lo que respecta a los aspectos jurídicos. 


SEÑORA CASTRO.- En primer lugar, quiero agradecer la invitación y el interés de escuchar un punto 
de vista que, sin duda, es distinto al que ustedes están familiarizados. Quiero aclarar que no sé nada 
de salud, no sé nada de Medicina y casi que no sé nada de Biología, por lo que mi opinión tendrá una 
visión desde el Derecho, desde la teoría y la práctica jurídica, con una cierta perspectiva de género. 


Quiero destacar que estuve leyendo el proyecto de ley y me parece un mérito enorme que en 
él se encare el tema desde los derechos fundamentales de la persona y, en particular, desde el 
reconocimiento de los derechos sexuales y reproductivos dando continuidad a la línea de la Ley N* 
18.426, de 1? de diciembre de 2008, completándola con un punto que en ese momento no se pudo 
alcanzar. Me parece que es excelente que desde esa óptica se reconozca el derecho de la mujer a 
decidir sobre su maternidad y que con esa base se derogue el delito de aborto, tal como está previsto 
actualmente en el Código Penal cuando la interrupción del embarazo sea voluntaria, y que, además, se 


establezca el derecho de ser asistida por los servicios médicos para interrumpir voluntariamente el 
embarazo. 


Antes que nada quiero destacar que, a mi juicio, la despenalización del aborto es un 
problema de política jurídica que tiene que ver con la adaptación de la legislación a las exigencias del 
reconocimiento progresivo de derechos fundamentales de las personas, de acuerdo con lo que dispone 
el artículo 72 de la Constitución de la República. Quiere decir que vamos avanzando en las 
convicciones compartidas de que determinado derecho es inherente a la persona humana o que es 
una exigencia de la forma republicana y democrática de Gobierno. En este caso, me parece que se 
daría un gran paso en el reconocimiento de la autonomía moral de la mujer y en el sentido de la no 
discriminación de la mujer; la mujer es un ser humano con plenos derechos y no debe estar 
subordinada a intereses reproductivos de terceros. Quiero decir que la reproducción es un derecho y 
no puede ser una imposición -no voy a extenderme en el tema- pero a la vez supone reencauzar la 
finalidad del Derecho Penal, que de ninguna manera puede suponer la obligación de adoptar 
determinadas concepciones morales formadas en una cultura patriarcal, sino que los delitos son 
creados por el Legislador para asegurar condiciones básicas de convivencia pacífica. En ese sentido, 
cuando decimos que no hay delito sin ley que lo establezca, no solo estamos enunciando un principio 
de legalidad sino que estamos señalando, precisamente, que los delitos son creados por el Legislador 
para asegurar algunas cosas que son fundamentales, para reprimir, evitar o sancionar conductas que 
agreden a otras personas, de modo que atentan contra la convivencia pacífica. Esta es una breve 
introducción, pues creo que lo más interesante puede surgir de la lectura del proyecto de ley y, en ese 
sentido, tengo que hacer algunas observaciones a su texto. 


SEÑOR SOLARI.- Agradezco a la doctora por haber concurrido a esta Comisión, así como también por 
la presentación inicial que realizó. 


Dado que habló del reconocimiento de los derechos -en este caso, que el derecho de la 
mujer a reproducirse debe ser considerado como tal y no como una imposición- y como en la 
reproducción humana interviene más de una persona, pregunto si hay otras personas que también 
tienen derecho, como el progenitor padre y el feto producto de la gestación. 


Me gustaría saber si esas personas también tienen derechos y si, de acuerdo con su opinión 
jurídica, esos derechos estarían debidamente respetados en caso de aprobarse este proyecto de ley tal 
cual está redactado. 


SEÑORA CASTRO..- Yo partí de la base de que la lectura del proyecto de ley se orienta, básicamente, 
en esa dirección. 


Creo que todas las personas tienen derechos sexuales y reproductivos, de modo que el 
padre también los tiene. Sin embargo, no estoy en la misma línea respecto a lo que el señor Senador 
llama “derecho del feto o del embrión”. Me parece que, en ese sentido, tenemos una discusión sobre 
hasta qué punto merece tutela lo que los dogmáticos penales llaman, de una manera un poco 
eufemística, el producto de la concepción, el huevo fecundado, etcétera. Hay un período durante el 
cual es un ser humano potencial, hay vida y todo lo que usted quiera, pero pensé que este proyecto de 
ley partía de haber zanjado esa discusión; parece que me equivoqué. Reitero, creí que esta iniciativa 
daba por zanjada esa discusión y consideraba que era prioritario tutelar los derechos reproductivos de 
las mujeres, como es la línea en Derecho Internacional de los Derechos Humanos. 


SEÑOR SOLARI.- Disculpe, doctora. Yo no le pregunto su opinión personal o filosófica, sino el hecho 
jurídico, es decir, el valor jurídico. 


Usted habló de la reproducción como un derecho y no como una imposición. Entonces, mi 
pregunta es si, desde el punto de vista jurídico, de Filosofía del Derecho, además del derecho de la 
mujer, hay derechos de otras personas, y si esos derechos están debidamente contemplados en este 
proyecto de ley. 


Usted no dé por supuesto que no hay nada zanjado o dejado de zanjar. Yo le pregunto su 
opinión como especialista en Filosofía del Derecho con respecto a este proyecto de ley y a esas otras 
posibles personas que también tendrían derechos. Y me gustaría que me contestara. 


SEÑORA CASTRO.- Creí haberle contestado, señor Senador. 


Partimos de la base de que ya en textos internacionales de derechos humanos y en la Ley 
N* 18.426 se reconoce a las personas derechos sexuales y reproductivos, y se diferencian. Estamos 
hablando en el terreno del Derecho Positivo. 


Luego, el señor Senador pregunta mi opinión al respecto. En lo personal, considero que es 
correcto que se enfoque esta cuestión como un tema de derechos, y particularmente que se reconozca 
el derecho de la mujer a asumir la maternidad, a decidir el número de hijos y el intervalo entre ellos, tal 
como está establecido en el texto de la CEDAW -Comité para la Eliminación de la Discriminación 
contra la Mujer- perteneciente a la ONU. 


Me parece que desconocer la opción de la mujer de aceptar voluntariamente su embarazo o 
no, supone vulnerar derechos de la persona. 


Es todo lo que puedo decirle, señor Senador, aunque me imagino que esto no satisface su 
expectativa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar la doctora Castro en el desarrollo de su exposición. 


SEÑORA CASTRO.- Yo no iba a desarrollar una exposición, señor Presidente. Simplemente hice esa 
breve introducción. 


En realidad, pensaba formular algunos comentarios sobre el texto porque, reitero, daba por 
hecho que ustedes estaban comentando los artículos. 


Me parece que el texto afirma el derecho a decidir y que el proyecto de ley prevé distintas 
situaciones. La mujer mayor de edad y capaz tiene derecho a decidir hasta las doce semanas de 
gestación a ser asistida por el sistema de salud y debe firmar un consentimiento informado; luego se 
prevé el caso de la mujer mayor de edad declarada incapaz. En el caso de la mujer menor de edad no 
emancipada -a mi juicio, se debería soslayar la parte que dice “no emancipada”- se necesita el 
consentimiento del representante legal, del tutor o del Juez. En estas dos situaciones habría cierta 
observación que realizar. A mi juicio, tanto para el caso de una mujer incapaz como para el de una 
menor de edad debería ser preceptivo que fuera oído un eventual consentimiento o autorización que 
tuviera que dar el Juez. Me parece que en esta clase de derechos la opinión de la persona es, en 
primer lugar, relevante. 


En el caso de la mujer mayor de edad incapaz se necesita el consentimiento informado del 
curador más la autorización del Juez. Pregunto, entonces, qué pasa si el curador se opone. ¿El Juez 


está en condiciones de rectificar esa oposición, o esa conjunción “y” implica que los dos requisitos son 
acumulativos? 


En el caso de la mujer menor de edad el tratamiento es diferente porque no se habla del 
consentimiento informado -suponemos que lo es- del representante legal, de quien tiene la custodia o 
del Juez. En este caso no es una “y”, sino una “o”. Quiere decir que si no se logra alguno de los 
consentimientos, el tema se puede solucionar por la vía judicial. Incluso, me parece que este último 
punto podría ser considerado junto con el artículo 7* de la Ley N* 18.426, a través del cual se incorpora 
al Código de la Niñez y la Adolescencia el artículo 11 bis, cuyos incisos segundo y tercero me parece 
que son una buena sugerencia de cómo podría adoptarse esta misma decisión que acá contempla el 
proyecto de ley en su artículo 5% No sé si los señores Senadores consideran pertinente ver esas 


disposiciones. 


(Apoyados.) 


-Concretamente, me refiero al artículo 11 bis del Código de la Niñez y la Adolescencia, que 
en su segundo inciso dice: “De acuerdo a la edad del niño, niña o adolescente se propenderá a que las 
decisiones sobre métodos de prevención de la salud sexual u otros tratamientos médicos que pudieran 
corresponder” -aquí incluiríamos esto- “se adopten en concurrencia con sus padres u otros referentes 
adultos de su confianza, debiendo respetarse en todo caso la autonomía progresiva de los 
adolescentes.” Es decir que la opinión debería tener mayor peso en la medida en que vayan formando 
sus propios juicios. 


El inciso tercero dice: * En caso de existir riesgo grave para la salud del niño, niña o 
adolescente y no pudiera llegarse a un acuerdo con este o con sus padres o responsables del mismo 
en cuanto al tratamiento a seguir, el profesional podrá solicitar el aval del Juez competente en materia 
de derechos vulnerados o amenazados de niños, niñas y adolescentes, quien a tales efectos deberá 
recabar la opinión del niño, niña o adolescente, siempre que sea posible". A mi juicio, algo similar 
debería ocurrir con la situación de los declarados incapaces, porque, pese a la declaración, el grado de 
incapacidad es diferente. 


Asimismo, pienso que este punto exigiría ser complementado con alguna indicación sobre 
quién será el Juez competente, no en materia de menores -porque el Juez es el indicado en el 
Código de la Niñez y la Adolescencia- pero sí en el caso de las mujeres mayores de edad, en cuyo 
caso naturalmente sería el Juez de Familia; tal vez no estaría de más especificarlo. Asimismo, creo que 
también debería aclararse el procedimiento a utilizar; obviamente, debería tratarse de un breve 
sumario, de lo contrario el plazo de las doce semanas expiraría rápidamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es un tema que ya fue analizado y hay una redacción alternativa que apunta 
en el sentido que acaba de mencionar la doctora Castro. 


SEÑORA CASTRO..- En realidad, me guié por el proyecto de ley que tenía. 


Quisiera hacer ahora un comentario sobre el plazo de doce semanas que se establece para 
la mujer mayor de edad incapaz, que me parece está implícito en ese caso y en el de la menor de 
edad. Quizás debería aclararse si ese plazo de doce semanas es para todas las situaciones. 


Luego hay tres situaciones que prevén que se pueda exceder o que la interrupción del 
embarazo se pueda practicar luego de transcurridas las doce semanas. Aquí hablamos de violación, 
riesgo de vida o salud de la madre y malformaciones fetales. Al respecto me gustaría hacer tres 
brevísimos comentarios. Por ahí he leído la expresión “violación acreditada con denuncia judicial”. 
Entiendo que lo que se quiere es tener una especie de certeza de que existió la violación. La denuncia 
judicial o penal no acredita la existencia de una violación; es más, deberíamos llegar al procesamiento 
para decir que hay semiplena prueba de la violación, pero ahí ya pasó un tiempo, que en estos casos 
es imposible. Entonces, habría que buscar una forma de establecer que basta haber presentado la 
denuncia. De todas maneras, me pregunto qué pasa con aquellos casos -que son muchos- donde se 
hace difícil la presentación de la denuncia, sobre todo tratándose de menores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia estaba comentando con la señora Senadora Xavier que la 
opinión dada por la doctora Castro también ha sido manifestada por otros, por lo que será un insumo 
que la Comisión tendrá en la redacción definitiva del articulado. 


SEÑORA XAVIER.- De todas formas nos queda una duda porque la redacción original decía 
“acreditada con denuncia judicial e intervención del médico forense” y se nos planteó que implicaba 
una estigmatización muy fuerte de la mujer. Fue por ello entonces que eliminamos esa expresión. 


En cuanto al planteo de la denuncia judicial, el tema central sería: ¿cuál es el requisito que 
satisface medianamente las garantías que la Comisión pretende dar a una situación de esta 
naturaleza? 


SEÑORA CASTRO..- En lo personal, cambiaría la palabra “acreditadas” y establecería “violación con 
denuncia judicial”. Sin embargo, debo devolverle un problema a la Comisión: el caso de los menores y 
la denuncia. Quizás habría que pensar que los menores están habilitados directamente para presentar 
la denuncia. Pues bien, no es algo fácil, pero de repente hay alguna vía. La denuncia de un menor la 
debe presentar el representante legal y a veces hay cierta coincidencia entre el entorno familiar y la 
persona del violador, porque la mayor parte de los abusos sexuales a menores se consuman en el 
ámbito doméstico; esto es mucho más probable si nos atenemos a los conocimientos estadísticos que 
más o menos se manejan. 


El tema del riesgo de vida y la salud de la madre no me merece mayores comentarios; rige 
una norma en la actualidad y es poco usada, pero funciona. 


En cuanto al asunto de las malformaciones fetales graves y además incompatibles con la 
vida extrauterina, me pregunto si tienen que darse las dos condiciones acumulativamente. Es decir, si 
son incompatibles con la vida extrauterina y son graves, en cuyo caso el embrión no será viable. En 
ese caso, simplemente, la interrupción del embarazo no afecta... 


SEÑOR PRESIDENTE.- No afecta la viabilidad, porque ya estaba afectada. 


SEÑORA CASTRO.- Con respecto a las malformaciones fetales graves que puedan ser compatibles 
con una vida extrauterina, me queda la duda de si no habría que contemplar este tipo de situaciones o, 
por lo menos, dar a la madre o a los padres el derecho a tomar una decisión en este sentido. Lo dejo 
planteado porque es un tema que la dogmática ha discutido dándole diferentes enfoques. 


SEÑOR SOLARI.- Con relación a esa hipótesis, quisiera saber si tendría que establecerse una 
limitación en el avance de la gestación. 


SEÑORA CASTRO.- De acuerdo con lo que se establece en el proyecto de ley, podría hacerse 
después de las doce semanas. 


SEÑOR SOLARI.- No pregunto qué dice el proyecto de ley -que tengo muy estudiado- sino cuál es la 
opinión predominante en la academia. 


SEÑORA CASTRO..- En mi academia no hay respuesta para eso, pero tal vez sí en la de medicina. 


SEÑOR SOLARI.- Por un lado, está el derecho de la gestante y, por otro, el de un nonato que tiene 
una malformación grave que, en caso de nacer, para la sociedad será un discapacitado que merecerá 
una protección especial. Parecería que esa protección especial que debería tener después de nacer 
habría que extenderla, de alguna manera, a su período intrauterino. Por ese motivo pregunté cuál es la 
opinión de la academia. Obviamente, hay un conflicto muy fuerte a ese respecto. 


SEÑORA CASTRO.- En los libros de Derecho Penal se analiza el tema desde el ángulo de si 
corresponde o no penalizar un aborto en esos casos. Las opiniones se inclinan sistemáticamente por el 
aborto terapéutico, en el sentido de no penalizarlo en esas circunstancias. En algunas notas al pie de 
página del libro de Bayardo se alude a “malformaciones muy graves”. Hay que tener en cuenta que nos 
referimos a un chico con problemas para nada menores. 


Me parece que quizás convendría plantear el derecho de los padres a decidir sobre esa 
situación. Esto no implica estar a favor de la eugenesia, sino de una cuestión así como: “Estoy 
trayendo un hijo; me voy a hacer cargo de él y tengo que saber qué es lo que me espera en adelante, 
qué posibilidades hay para mi hijo y qué quiero para él”. Es un tema muy duro. 


SEÑOR SOLARI.- Por supuesto que lo es. 


SEÑORA CASTRO.- Mi reflexión surgía a partir de un tema de redacción. El planteo de una especie de 
aborto terapéutico que defiende la doctrina, requiere que haya incompatibilidad con la vida extrauterina. 
Es decir que esta discusión no tendría sentido. 


SEÑOR SOLARI.- Tampoco está protegida la situación de la malformación grave compatible, que es la 
que causa más dificultades. 


SEÑORA CASTRO.- A eso me refiero, señor Senador: la incompatible es cuestión de tiempo. 


Por otro lado, estamos hablando de un plazo de doce semanas que, en algunos casos, 
puede extenderse. No estamos diciendo qué pasa fuera de estos casos con una persona que 
interrumpe voluntariamente su embarazo en la semana trece, catorce, quince, veinticinco o treinta y 
dos. Hemos suprimido el delito del aborto consentido, es decir, el aborto por voluntad de la mujer, pero 
no hemos dicho que tiene derecho a interrumpir el embarazo. Creo que habría que adoptar algún 
criterio sobre ese vacío legal porque, de no hacerlo los señores Legisladores, deberán hacerlo los 
Jueces como una forma de prevención. 


A continuación me quiero referir a la derogación del artículo 325 actual y, en su lugar, 
mantener la disposición proyectada que limita el delito al caso de aborto provocado sin consentimiento 
de la gestante. A este respecto, me gustaría saber si se tiene pensado hacer algo con lo que consagran 
los artículos 325bis y 326; concretamente, me refiero a alguna previsión en el proyecto de ley -por 
ejemplo, respecto de la mujer después de las doce semanas- en cuanto a quienes colaboran en la 
práctica de un aborto con consentimiento de una mujer sin ser médico ginecotocológico -en otras 
palabras, estaríamos hablando de un aborto clandestino, es decir, el que es hecho fuera del sistema de 
salud- y en la eventualidad de que pudieran sobrevenir lesiones graves, gravísimas o, incluso, la 
muerte de la gestante. Si queremos que el sistema penal no penalice estos casos, está bien; pero no 
es nuestra intención que no los visualice como el resultado inadvertido de una derogación. 


Con relación a las causas agravantes reguladas en el artículo 327, me gustaría que fueran 
revisadas como tales en el nuevo artículo 325. 


En cambio, no tengo ninguna observación que hacer a la derogación de las causas 
atenuantes y eximentes de las que se habla en el artículo 328, porque lo que había que eximir ahora 
queda fuera de la penalización y las otras eximentes son de verdad deshonrosas. Entre estos casos, 
encontramos que por el artículo 1% se exime de pena a toda aquella persona que quiera salvar el propio 
honor de un pariente, etcétera. Estas son situaciones completamente inadecuadas y propias de la 
época en que la ley fue sancionada. 


Si me permiten, me gustaría hacer algunos comentarios más con respecto a la exigencia del 
médico ginecotocológico. ¿Se trata de un médico ginecólogo? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Así es. 

SEÑORA CASTRO.- En caso de que no estuviera presente el ginecólogo, ¿podría actuar otro médico? 
SEÑOR PRESIDENTE.- Sí. 

SEÑORA CASTRO.- ¿Esto tendría lugar solo en caso de que hubiera riesgo de vida? 

SEÑOR PRESIDENTE.- Exactamente. 


SEÑORA CASTRO.- Dicho de otra forma: en función de lo que establece el artículo 13 del proyecto de 
ley, si alguien vive en una población en la que no hay un ginecólogo, debería trasladarse a un centro en 
el que sí lo haya, aunque no se tratara de un aborto quirúrgico o farmacológico. Esa es la intención de 
la norma, por cuanto dice: “Todos los servicios comprendidos en la presente ley tendrán la obligación 


de realizar la interrupción voluntaria del embarazo a las usuarias por un médico ginecotocólogo en las 
hipótesis previstas. La excepción será la del caso de salvar la vida de la mujer, donde no se requerirá 
otra condición que la del título de médico”. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica.) 


-La interrogante que quería plantear es si en aquellas poblaciones en las que el acceso al 
ginecólogo no es sencillo y hay otro tipo de médicos, no se podría practicar la interrupción voluntaria 
del embarazo ni recetar un fármaco, salvo que se configure riesgo de vida. Si eso es lo que pretende el 
proyecto, es correcto. 


El artículo 14 dice que “Las hipótesis no comprendidas en la presente ley -dentro de un 
margen que determinará de acuerdo a la mejor evidencia científica la reglamentación- deberán ser 
consultadas en la respectiva comisión que lleve este tema dentro del Ministerio de Salud Pública”. Me 
pregunto si las hipótesis no comprendidas tienen que ver con los casos de excepción en los que se 
produce la interrupción del embarazo después de las 12 semanas, por una residencia en el país inferior 
a las 24 semanas, o que el representante legal de un incapaz no quiera dar su consentimiento, y si es 
posible que el Juez pueda dar la última palabra, zanjando el tema. 


SEÑORA XAVIER.- Este artículo prevé aquellos casos en los que por diferentes procedimientos la 
fecha de gestación no coincide. Una referencia es la fecha de la última menstruación, pero hay 
diferentes procedimientos imagenológicos o de otra naturaleza. Como hay ocasiones en las que la 
fecha no coincide, nos preguntamos qué ocurre cuando la institución elige la fecha que menos facilita 
la posibilidad de llevar adelante la decisión de la mujer. Como en este último tiempo ha habido un 
ámbito en el Ministerio de Salud Pública que ha evaluado las circunstancias atenuantes o eximentes, 
pensamos que podría funcionar un tribunal de alzada que interviniera en aquellos casos en los que no 
quedaría laudado por el profesional o por la institución. De todas maneras, tenemos una redacción 
alternativa que es más precisa y que estaría determinando en el Ministerio un ámbito específico para 
esto. 


SEÑORA CASTRO..- Estas eran las principales dudas que teníamos sobre el proyecto de ley. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Le agrademos a la doctora Castro sus opiniones. 
(Se retira de Sala la doctora Alicia Castro.) 
-Continuamos con el análisis del proyecto de ley. 


SEÑORA XAVIER.- Señor Presidente: acabo de entregar a la Secretaría un material enviado por la 
doctora Mariana Errazquin Bustelo, del Instituto Jurídico Cristiano Uruguay. Allí se plantean algunas 
consideraciones sobre el tratamiento de este proyecto de ley y como creo que la doctora pretende que 
este material llegue a más de un Legislador, tal vez se podría incorporar a la versión taquigráfica de la 
sesión de hoy. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Así se hará. 


Corresponde continuar con la consideración de la Carpeta 567/2011, Interrupción Voluntaria del 
Embarazo. Esta Comisión ya había comenzado con el análisis de este proyecto de ley y se habían 
aprobado algunos artículos, a saber: 1% 2%, 3%, 4%, 6%, 7% 8% 10, 11 y 13; es decir que restan cinco 
artículos, que son: el 5%, el 9%, el 12, el 14 y el 15, que estaban esperando las redacciones alternativas 
que había prometido el Ministerio de Salud Pública en ocasión de su visita. 


Léase el artículo 5% en su texto original. 


(Se lee:) 


“Artículo 5*.- (Consentimiento de menores de edad).- En caso de que la interrupción del 
embarazo sea solicitada por una mujer menor de edad no emancipada, se requerirá el consentimiento 
de por lo menos uno de sus representantes legales o, en su ausencia o inexistencia, quien ejerza su 
custodia legal. Para el caso en el que se haya producido la ausencia o inexistencia de los 
representantes legales, o exista un notorio desinterés de los mismos en la mujer menor de edad, o no 
exista persona que ejerza su custodia legal, la autorización se otorgará mediante venia del juez 
competente. 


De no existir riesgo grave para la salud de la niña o la adolescente gestante y de no tener el 
acuerdo de sus representantes legales en cuanto al tratamiento a seguir, el profesional deberá solicitar 
la autorización del Juez competente, quien a tales efectos recabará la opinión de la niña o adolescente, 
siempre que ello fuera posible. 


En todos los casos la menor deberá ser oída frente a cualquier otro interés, de acuerdo a lo 
previsto en el artículo 8% del Código de la Niñez y la Adolescencia (Ley N* 17.823), y se considerará 
primordial la satisfacción de su interés superior en el pleno goce de sus derechos y garantías 
consagradas en la Convención Internacional de los Derechos del Niño. 


Cuando intervenga el Juez competente, el mismo deberá expedirse en un plazo acorde con 
la viabilidad de la interrupción del embarazo”. 


SEÑORA XAVIER.- Aclaro previamente que este artículo 5% debería aprobarse con un complemento 
que propongo que se agregue al final de esta sugerencia que plantea el Ministerio de Salud Pública, si 
de la lectura no se desprende que estén considerados los plazos de 12 semanas en el caso de otorgar 
el derecho u otros que prevé el proyecto de ley que estamos discutiendo. Me parece que en el caso de 
las menores de edad y en el de las incapaces sería bueno agregarle al final una frase que diga: 
“Regirán los plazos previstos para cada caso de la presente ley”, o algo por el estilo. 


SEÑORA MOREIRA.- Como el artículo 5% hace expreso hincapié en la brevedad del plazo para poner 
en conocimiento del Juez y que se expida, daba por sentado que se estaban considerando las doce 
semanas. 


SEÑORA XAVIER.- Una cuestión es el tiempo de los procedimientos judiciales o de otro orden y otra 
la consideración de la interrupción en los plazos que prevé la ley, que pueden ser de menos de doce 
semanas, hasta doce, o mayor para determinadas situaciones excepcionales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que lo mejor es leer la propuesta del Ministerio de Salud Pública. 


SEÑORA XAVIER.- “Artículo 5%. (Consentimiento de menores de edad). En caso de que la interrupción 
del embarazo sea solicitada por una mujer menor de edad, se requerirá el consentimiento de por lo 
menos uno de sus representantes legales o, en su ausencia o inexistencia, de quien ejerza su guarda 
jurídica, y en caso de ausencia o inexistencia de este, de quien ejerza la tenencia de la menor 
ratificada judicialmente, salvo oposición expresa y fundada de la menor a que los referidos 
representantes o alguno de ellos tome conocimiento de la situación en que se encuentra. 


En caso de incomparecencia, inexistencia o manifiesto desinterés de las personas referidas 
en el párrafo anterior, o de que compareciendo, se opongan a la interrupción del embarazo, o de 
oposición de la menor a que las mismas o alguna de ellas tomen conocimiento de la situación en que 
se encuentra, la Dirección del servicio de asistencia médica respectivo, pondrá en conocimiento del 
Juez competente los antecedentes del caso en forma inmediata, quien por su parte, y dentro del plazo 
de tres (3) días hábiles, convocará a la menor, y al Ministerio Público, a efectos de oírla y recabar su 
consentimiento para la interrupción del embarazo, todo conforme a lo previsto en el art. 8% del Código 
de la Niñez y la Adolescencia (Ley N* 17.823).”Acoto que hay que agregarle la fecha. 


“Cumplida la audiencia, el Juez deberá adoptar resolución dentro del plazo de tres (3) días 
hábiles, considerando en todo caso como elemento primordial la satisfacción del interés superior de la 
menor en el pleno goce de sus derechos y garantías consagrados en la Convención Internacional de 


los Derechos del Niño. Los plazos referidos en la presente disposición no serán de aplicación en caso 
de que el cumplimiento de los mismos torne inviable la interrupción del embarazo dentro del plazo 
establecido en el artículo 1%, en cuyo caso el Juez deberá actuar en forma urgente. 


Son jueces competentes para entender en las causas que se sustancien por la aplicación del 
presente artículo, los Jueces Letrados de Primera Instancia de Familia en Montevideo y los Jueces 
Letrados de Primera Instancia en el interior del país. 


El procedimiento previamente establecido, será de aplicación -en lo pertinente- en el caso de 
las mujeres declaradas incapaces regulado en el artículo siguiente”. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica.) 


SEÑOR SOLARI.- Propongo que el artículo 5% comience de la siguiente manera: “Artículo 5*.- 
(Consentimiento de menores de edad). En caso de que la interrupción del embarazo sea solicitada por 
una mujer menor de edad, se requerirá el consentimiento de sus representantes legales o, en su 
defecto, de quien ejerza su guarda jurídica o tenencia ratificada judicialmente”. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica.) 


SEÑOR MORIERA.- El segundo párrafo del artículo 5% quedaría redactado de la siguiente manera: “En 
caso de no comparecencia, inexistencia o discrepancia de las personas referidas en el párrafo anterior, 
o que estas manifiesten su oposición a la interrupción del embarazo o cuando la menor se opusiere a 
que los mismos tomen conocimiento de la situación en que se encuentra, la Dirección del servicio de 
asistencia médica respectivo, pondrá en conocimiento del Juez competente los antecedentes del caso 
en forma inmediata”. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si me permiten los señores Senadores, afuera hay una delegación que insiste 
en ser recibida. Por lo tanto, les propongo a los demás integrantes de esta Comisión que la recibamos. 


SEÑORA MOREIRA.- Pero antes de que ingresen a Sala, propongo finalizar con la consideración del 
artículo 5*. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Así procederemos. 


SEÑORA MOREIRA.- Quiero manifestar que estoy de acuerdo con la propuesta del señor Senador 
Moreira. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, el segundo inciso quedaría redactado de la siguiente manera: “En 
caso de no comparecencia, inexistencia o discrepancia de las personas referidas en el párrafo anterior, 
o que estas formularen su oposición a la interrupción del embarazo, la Dirección del Servicio, o en su 
defecto el médico tratante, pondrá en conocimiento del Juez competente los antecedentes del caso en 
forma inmediata. Este dentro del plazo de tres días hábiles, convocará a la menor y al Ministerio 
Público, a efectos de oírla y recabar su consentimiento para la interrupción del embarazo, todo 
conforme a lo previsto en el artículo 8% del Código de la Niñez y la Adolescencia, Ley 17.823 de 7 de 
setiembre de 2004.” 


SEÑOR MOREIRA.- El inciso tercero diría: “El mismo procedimiento será aplicable en caso de que 
mediare oposición de la menor a que las personas referidas en los párrafos anteriores tomen 
conocimiento de la situación de gravidez en que se encuentra.” 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica.) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Léase nuevamente con las modificaciones introducidas. 
(Se lee:) 


“En caso de no comparecencia, inexistencia o discrepancia de las personas referidas en el 
párrafo anterior o que éstas formulen su oposición a la interrupción del embarazo, la Dirección del 
Servicio o en su defecto el médico tratante pondrá en conocimiento del Juez competente los 
antecedentes del caso en forma inmediata. Este dentro del plazo de tres días hábiles, convocará a la 
menor y al Ministerio Público a efectos de oírla y recabar su consentimiento para la interrupción del 
embarazo, todo conforme a lo previsto en el artículo 8% del Código de la Niñez y la Adolescencia, Ley 
N? 17.823 de 7 de setiembre de 2004”. 


SEÑOR MOREIRA.- Luego continúa “Cumplida la audiencia”, y al final iría el siguiente texto: “El mismo 
procedimiento será aplicable en caso de que mediare oposición de la menor a que las personas 
referidas en los incisos anteriores tomen conocimiento de la situación de gravidez en que se 
encuentra”. 


SEÑORA XAVIER.- Diría: “Cumplida la audiencia dentro del plazo de tres días hábiles considerando en 
todo caso como elemento primordial la satisfacción del interés superior de la menor en el pleno goce 
de sus derechos y garantías consagrados en la Convención Internacional de los Derechos del Niño.” 


SEÑORA MOREIRA.- Soy partidaria de quitar la expresión “en todo caso”. 


SEÑORA SOLARI.- El párrafo anterior expresa: “Todo conforme a lo previsto en el artículo 8” del 
Código de la Niñez y la Adolescencia”, que a su vez está basado en la Convención Internacional de los 
Derechos del Niño. Me parece que toda la parte final de este inciso es repetitiva. 


SEÑORA MOREIRA.- No creo que sea repetitiva porque entiendo que lo que hace es orientar al Juez 
para que su decisión esté de acuerdo con la Convención Internacional de los Derechos del Niño. 


SEÑORA XAVIER.- El artículo continúa diciendo: “Los plazos referidos en la presente disposición no 
serán de aplicación en caso de que el cumplimiento de los mismos torne inviable la interrupción del 
embarazo dentro del plazo establecido en el artículo 1.?, en cuyo caso el Juez deberá actuar en forma 
urgente”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pregunto qué significan los términos “urgente” e “inmediato”. ¿Acaso estamos 
hablando de uno, dos, tres, cinco o veinte días? 


SEÑORA XAVIER.- Habría que establecer un plazo menor a los tres días. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que deberíamos fijar un plazo porque no se puede hablar de “inmediato”. 


SEÑORA XAVIER.- Como el plazo de tres días es menor a “los plazos establecidos”, se debe constituir 
y tomar decisión. La idea no es fijar un plazo, porque siempre será menor que el descrito en este 
procedimiento. 


SEÑOR SOLARI.- En ningún lado se establece que el plazo de las doce semanas se aplica a las 
menores. 


SEÑORA XAVIER.- Al principio sugerí que fuese puesto al final del texto, tanto en el artículo relativo a 
las menores como en el que refiere a las incapaces. 


SEÑORA MOREIRA.- Eso formaría parte de otra oración. 


SEÑORA XAVIER.- Aquí no se trata solo del plazo de las doce semanas, sino también de otro eventual 
previsto por la ley. 


SEÑOR SOLARI.- Siguiendo con el mismo razonamiento, esta redacción solo tendría sentido si el 
plazo establecido en el artículo 1% se aplicara también a las menores. De ser así, habría que 
determinarlo expresamente porque es mucho más simple. 


SEÑOR AGAZZI.- Precisamente, eso es lo que dice el artículo 1%. Ahora bien, sería diferente si esta 
disposición expresara: “Toda mujer tiene derecho a decidir la interrupción voluntaria de su embarazo”, 
etcétera, en lugar de: “Toda mujer mayor de edad tiene derecho a decidir la interrupción voluntaria de 
su embarazo”. Hago esta puntualización porque, al decir: “Toda mujer mayor de edad”, habría que 
repetir el mismo procedimiento para las menores e incapaces. Me pregunto por qué el artículo 1% no 
puede establecer: “Toda mujer tiene derecho a decidir la interrupción voluntaria de su embarazo”, 
etcétera. 


SEÑOR MOREIRA.- No es así, señor Senador, porque en el caso de las menores se necesita de un 
Juez. 


SEÑOR AGAZZI.- De acuerdo, señor Senador, pero el plazo de que dispone es de doce semanas. 
(Dialogados.) 


SEÑORA MOREIRA.- Quizá ello se pueda establecer al principio del artículo 5%. El problema 
quedaría salvado si la redacción de la norma expresara lo siguiente: “Artículo 5%.- (Consentimiento de 
menores de edad). En caso de que la interrupción del embarazo sea solicitada por una mujer menor de 
edad dentro del plazo de las doce semanas”, etcétera. 


(Apoyados.) 


SEÑOR SOLARI.- El inciso primero diría: “En caso de que la interrupción del embarazo sea solicitada 
por una mujer menor de edad dentro del plazo de las doce semanas”, etcétera. 


SEÑORA MOREIRA.- Como dijo el señor Senador Moreira, en el inciso segundo habría que especificar 
que se trata de la Dirección del servicio de asistencia médica respectivo. 


SEÑOR AGAZZI.- Sería: “de asistencia médica”. 


SEÑOR SOLARI.- ¿Deberá actuar en forma “urgente” o “inmediata”? En el inciso se dice: “Los plazos 
referidos en la presente disposición no serán de aplicación en caso de que el cumplimiento de los 
mismos torne inviable la interrupción del embarazo dentro del plazo establecido en el artículo 1%, en 
cuyo caso el Juez deberá actuar en forma urgente”. 


SEÑOR MOREIRA.- En función de cómo se aplica el plazo en materia procesal, debe establecerse que 
será de tres días hábiles y perentorios. 


SEÑOR SOLARI.- ¿El plazo hábil y perentorio se aplica en ambos casos? 


SEÑOR MOREIRA.- En el Código de la Niñez y la Adolescencia los plazos fijados son perentorios. 

SEÑORA MOREIRA.- Entonces, ¿es en forma “urgente” o “inmediata”? 

SEÑOR PRESIDENTE.- En el inciso anterior ya se hablaba de “inmediata”. 

SEÑOR SOLAR!I.- ¿Se sugiere cambiar la palabra “urgente” por “inmediata”? 

SEÑORA XAVIER.- Sí. 

SEÑOR SOLARI.- Entonces, el final del inciso diría: “deberá actuar en forma inmediata”. 
(Apoyados.) 

SEÑORA MOREIRA.- ¿Es correcto que se haga referencia a los Jueces competentes? 


SEÑORA XAVIER.- Con respecto a la pregunta de la señora Senadora Moreira, cabe recordar que el 
inciso correspondiente, dice: “Son jueces competentes para entender en las causas que su sustancien 
por la aplicación del presente artículo, los Jueces Letrados de Primera Instancia de Familia en 
Montevideo y los Jueces Letrados de Primera Instancia en el interior del país”. 


SEÑOR AGAZZI.- Sí, ahí termina el artículo; todo lo demás pasa al artículo 6”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Propongo a los señores Senadores que dispongamos de diez minutos para 
recibir a la delegación de la Mesa Coordinadora Nacional por la Vida. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica.) 


(Ingresan a Sala representantes de la Mesa Coordinadora Nacional por la Vida.) 


-La Comisión de Salud Pública del Senado ha decidido recibir a los integrantes de la Mesa 
Coordinadora Nacional por la Vida. En una nota que nos enviaron manifestaban su inconformismo con 
respecto al tratamiento de esta ley y en el seno de la Comisión resolvimos recibirlos a los efectos de 
conocer vuestra opinión sobre la iniciativa que tenemos a estudio. 


En función de que la Comisión está en pleno trabajo, les informamos que disponen de 15 
minutos para dar vuestra opinión sobre el proyecto de ley. 


SEÑOR LAFIGLIOLA.- Muchas gracias por recibirnmos y darnos estos minutos para que nos 
expresemos. 


Básicamente, vamos a manifestar lo mismo que figura en la nota que entregamos a la 
Comisión. Queremos dejar constancia -lo que quedará registrado en la versión taquigráfica- de nuestra 
disconformidad con respecto a la forma en que se está llevando adelante este tema central para el 
país, porque no es la primera vez que una Legislatura lo aborda. 


También estamos disconformes porque esta Comisión no ha recibido a todas las 
organizaciones que nos presentamos en tiempo y forma solicitando entrevista. Nos parece que no es 
bueno para la democracia que algunas voces no sean escuchadas. Más allá de los argumentos que se 
han esgrimido en alguna oportunidad -y el señor Presidente lo mencionó- en el sentido de que en las 
anteriores Legislaturas se escucharon las palabras de alguna organización como la nuestra, el 


proyecto que se está presentando es distinto. Por lo tanto, sería positivo que todas las voces de la 
sociedad fueran escuchadas. 


En el día de hoy queremos señalar que estamos preocupados porque no se ha tomado en 
cuenta la voz de todas las organizaciones que quieren hablar sobre este tema, así como también por 
la forma en que se está votando esta iniciativa, casi a la carrera, sobre fin de año, tratándose de un 
tema de enorme importancia para la vida del país. Nos parece que sería necesario que se celebraran 
algunas sesiones más para discutir a fondo este asunto. 


Insisto en que nuestra voz y la de otras organizaciones que han pedido ser recibidas en 
tiempo y forma no han sido escuchadas y nos gustaría -en el día de hoy no vamos a hablar sobre el 
tema de fondo- que se nos diera la posibilidad -igual que se les ha dado a otras organizaciones- de 
concurrir con día y hora establecidos para que nuestra organización pueda exponer sobre el tema de 
fondo en los términos y con el tiempo que corresponde a un asunto tan serio como este. 


Agradecemos que nos hayan recibido, pero reitero que no vamos a emitir opinión sobre el 
tema de fondo porque entendemos que hubiera correspondido que se nos concediera una audiencia 
para que pudiéramos expresar nuestra opinión. 


Así como agradecemos que deliberaran rápidamente y nos autorizaran a ingresar a la 
Comisión en esta oportunidad, esperamos que nos permitan -no solo a nosotros, sino a otras 
organizaciones que nos consta han solicitado entrevista formalmente como corresponde y no fueron 
recibidas- exponer nuestra opinión antes de que sigan llevando adelante la votación de este proyecto 
de ley tan importante. 


SEÑORA MARCHETTI.- Quiero señalar que la asociación civil Esalcu, a quien represento, también ha 
entregado una carta y ha solicitado reiteradas veces ser recibida por esta Comisión. 


Solicitamos que estos diez minutos no consten en la versión taquigráfica como una audiencia 
formal. Venimos a reclamar que nos concedan por derecho una audiencia formal, no solo para nosotros 
sino para todas las organizaciones que lo han solicitado y a las que les has sido denegadas. ¡Por favor, 
queremos que se nos escuche! Este es un tema de gran sensibilidad para el pueblo uruguayo, toca las 
fibras más íntimas y merece ser tratado con respeto, tolerancia y democracia, escuchando al pueblo. 
Sabemos que los señores Senadores ocupan un lugar de muchísima responsabilidad y les pedimos 
por favor que tomen este tema con seriedad. No nos parece correcto que sea tratado de esta manera, 
a las apuradas. 


Sabemos que en otras oportunidades han recibido y han escuchado a otros grupos, pero 
también sabemos que el proyecto de ley no es el mismo que el que se trató en otras oportunidades. 
Ha cambiado en algunos puntos y sabemos que una palabra puede hacer la diferencia; por lo tanto, 
creemos necesario que se vuelvan a escuchar y a exponer los argumentos. Es necesario tener en 
cuenta que se trata del pueblo. Les pedimos encarecidamente y con el mayor de los respetos que nos 
escuchen y que no den esto por sentado, porque la verdad es que aquí no hay nada por sentado. 
Tenemos que ponernos una mano en el corazón y tratar este tema con mucha delicadeza. 


Reitero, les pedimos por favor que se nos escuche y que se nos otorgue formalmente una 
audiencia a cada una de las organizaciones que lo hemos solicitado. No tenemos nada más para decir 
porque no somos las personas indicadas para exponer, pero sí venimos como voceros para pedir que 
esto se frene y que se espere el tiempo necesario. Pensamos que lo ideal es dejar pasar esta época 
festiva, donde la gente está distraída en otra cosa y que un tema tan importante como este se 
considere seriamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión considerará su solicitud y se les responderá oportunamente. 


(Se retiran de Sala los integrantes de la Mesa Coordinadora Nacional por la Vida.) 


SEÑORA MOREIRA.- Habíamos terminado la consideración del artículo 5%. Si los demás integrantes 
están de acuerdo, propondría que fuera leído nuevamente antes de votar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el artículo 5”. 
(Se lee:) 


“Artículo 5*.- (Consentimiento de menores de edad). En caso que la interrupción del 
embarazo sea solicitada por una mujer menor de edad, dentro del plazo establecido en el artículo 1*, 
se requerirá el consentimiento de sus representantes legales, o en su defecto, de quien ejerza su 
guarda jurídica o tenencia ratificada judicialmente. En caso de no comparecencia, inexistencia o 
discrepancia de las personas referidas en el párrafo anterior, o que esta formule en su oposición a la 
interrupción del embarazo, la Dirección del servicio de asistencia médica o en su defecto el médico 
tratante, pondrá en conocimiento del Juez competente los antecedentes del caso en forma inmediata. 
Este, dentro del plazo de tres días hábiles, convocará a la menor y al Ministerio Público a efectos de 
oírla y recabar su consentimiento para la interrupción del embarazo, todo conforme a lo previsto en el 
artículo 8% del Código de la Niñez y la Adolescencia”. Ley N* 17.823, de 7 de setiembre de 2004. 
Cumplida la audiencia, el Juez deberá adoptar resolución dentro del plazo de tres (3) días hábiles 
considerando como elemento primordial la satisfacción del interés superior de la menor en el pleno 
goce de sus derechos y garantías consagrados en la Convención Internacional de los Derechos del 
Niños. 


El mismo procedimiento será aplicado en caso que mediare oposición de la menor a que las 
personas referidas en los incisos anteriores tomen conocimiento de la situación de gravidez en que se 
encuentra. 


Los plazos referidos en la presente disposición no serán de aplicación en caso de que el 
cumplimiento de los mismos torne inviable la interrupción del embarazo dentro del plazo establecido en 
el artículo 1? en cuyo caso el Juez deberá actuar en forma inmediata. 


Son jueces competentes para entender en las causas que se sustancien por la aplicación del 
presente artículo, los Jueces Letrados de Primera Instancia de Familia en Montevideo y los Jueces 
Letrados de Primera Instancia en el interior del país.” 


SEÑOR MOREIRA .- A fin de no repetir la palabra “plazo” dos veces, sugiero que se hable de: 
“interrupción del embarazo dentro del término establecido en el artículo primero”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se incluirá la modificación propuesta por el señor Senador Moreira. 


SEÑOR AGAZZI.- Por mi parte, propongo que donde dice: “todo conforme a lo previsto”, se elimine el 
término “todo” y se diga únicamente: “conforme a lo previsto”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se tomará en cuenta la modificación plantada por el señor Senador Agazzi. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 5% con las modificaciones 
propuestas. 


(Se vota:) 


-4 en 6.Afirmativa. 


Léase el artículo 9* original. 
(Se lee:) 


“Artículo 9”.- (Obligación de los servicios).- Todos los servicios de asistencia médica, tanto 
públicos como privados habilitados por el Ministerio de Salud Pública, tendrán la obligación de realizar 
la interrupción voluntaria del embarazo a las usuarias que lo requieran en las hipótesis previstas en 
esta ley, ya fuera en forma directa o indirecta mediante las contrataciones de servicios pertinentes. 
Ante la eventualidad de que algún integrante del personal médico o de salud se excusara por razones 
fundadas de participar en dicho procedimiento, las instituciones médicas deberán asegurar el concurso 
del personal calificado, para garantizar el cumplimiento de lo expresado en el párrafo anterior. 


Quienes soliciten ser excusados de participar en dicho acto médico, bajo ninguna 
circunstancia podrán ser objeto de sanciones o actos que afecten su desempeño laboral.” 


-Léase el artículo 9* alternativo enviado por el Ministerio de Salud Pública. 
(Se lee:) 


“Artículo 9* (Obligación de los servicios).- Las instituciones del Sistema Nacional Integrado de 
Salud -en forma directa o mediante las contrataciones de servicios pertinentes- deberán a través de los 
equipos de salud que las componen, asegurar el derecho de la mujer a interrumpir el embarazo en los 
términos previstos por la presente ley. 


Dicha interrupción se realizará de acuerdo a la decisión de la paciente, y tomando en cuenta 
la mejor evidencia científica disponible al momento de llevarla a cabo, de acuerdo a Guías Clínicas que 
el Ministerio de Salud Pública emitirá regularmente. 


De existir objeción de conciencia expreso por parte del personal de salud ante el ejercicio del 
derecho de la paciente objeto de esta ley, la misma será causa de justificación suficiente para que le 
sea admitida su subrogación por el personal calificado que corresponda. 


La objeción de conciencia expresada para un caso concreto, será vinculante para quien la 
invoca en relación a futuras actuaciones vinculadas con la interrupción voluntaria de embarazos. 


Quienes soliciten ser excusados por objeción de conciencia de participar en la interrupción 
voluntaria de embarazos, bajo ninguna circunstancia podrán ser objeto de sanciones o actos 
discriminatorios que afecten su desempeño laboral, incluidos el despido en el ámbito privado o el 
sumario administrativo y eventual destitución por omisión en el ámbito público, en relación al caso 
concreto.” 


-En consideración. 


SEÑOR SOLARI.- Con respecto al inciso primero, quisiera plantear una inquietud.Tengo entendido que 
el Servicio de Sanidad Policial, el Servicio de Sanidad de las Fuerzas Armadas, el Hospital de Clínicas 
y los servicios médicos del Banco de Seguros del Estado y del Banco de Previsión Social no forman 
parte del Sistema Nacional Integrado de Salud. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De ninguna manera. Todos forman parte -aunque con diferentes obligaciones- 
de la red de efectores públicos del sistema. 


SEÑOR SOLARI.- De acuerdo. O sea que están comprendidos por el inciso primero. 


Por otra parte, solicitaría a los señores Senadores que analizaran el cuarto inciso, donde se 
expresa: “La objeción de conciencia expresada para un caso concreto, será vinculante para quien la 
invoca en relación a futuras actuaciones vinculadas con la interrupción voluntaria de embarazos”. A 
este respecto señalo lo siguiente. Al igual que cualquier persona, un profesional de la salud tiene 
derecho a cambiar de opinión a lo largo de su vida; sin embargo, este inciso le impide hacerlo. Me 
parece que esto es un poco extremo. Además, no queda claro si esto se aplica para la institución o 
para diferentes instituciones. 


Con el ánimo de ser muy garantista, me da la impresión de que en el último inciso no queda 
claro lo más importante. Allí se expresa: “Quienes soliciten ser excusados por objeción de conciencia 
de participar en la interrupción voluntaria de embarazos,”, etcétera; a mi juicio, a continuación debería 
decirse: “bajo ninguna circunstancia podrán ser discriminados o perjudicados”. Habría que decir eso en 
primer lugar, o sea antes de “que afecten su desempeño laboral”, porque pueden existir otros actos 
discriminatorios que no afecten dicho desempeño. Por ejemplo, pueden existir actos discriminatorios en 
la capacitación, en reconocimiento público, etcétera. 


Así pues, me parece que esta redacción -que de todas maneras no voy a votar, dado que 
tampoco he votado el resto del articulado- no es la más feliz desde el punto de vista de lo que se está 
buscando. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En materia de objeción de conciencia, creo que la ley no puede sancionar por 
una decisión personal y de conciencia. La ley no lo hace, pero de alguna manera, aconseja. 


Reitero: es una ley que aconseja, ya que establece “bajo ninguna circunstancia podrán ser 
objeto de sanciones o actos discriminatorios que afecten su desempeño laboral”. O sea, aconseja no 
sancionar, no despedir al personal que exprese objeción de conciencia. 


Me parece que esto no es un tema de ley, puesto que la objeción de conciencia es un hecho 
en sí que el médico puede invocar en su actividad en el lugar donde la desempeñe, y será allí donde se 
decidirá si esa objeción de conciencia es válida o no. 


Considero que llevar esto a la ley es una exageración de responsabilidad. 
SEÑOR MOREIRA.- Comparto ese planteo, señor Presidente. 


Me parece que este párrafo es absolutamente innecesario, porque si se establece como un 
derecho para el médico el exonerarse por objeción de conciencia, ningún empleador va a despedirlo, 
porque en ese caso será un despido abusivo ya que el funcionario está ejerciendo un derecho que le 
da la ley. De modo que todo esto está de más. Ni que hablar de sumario administrativo; de eso ni 
hablar. Y en la faz privada tampoco es pertinente, porque sería un despido abusivo típico. En 
consecuencia, yo eliminaría todo el párrafo. 


De todas formas, yo no voy a votar el artículo, pero reitero que me parece que está de más. 
SEÑOR AGAZZI.- Estoy de acuerdo. 
SEÑOR SOLARI.- Tengo otra sugerencia para hacer, señor Presidente. 


Me parece que este artículo 9% engloba dos cosas; por un lado, la obligación de los servicios 
que forman parte del Sistema Nacional Integrado de Salud y, por otro, cubre el tema de la objeción de 
conciencia. 


Creo que sería de buena técnica legislativa separarlo y establecerlo en dos artículos 
diferentes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estoy totalmente de acuerdo. 


SEÑOR SOLARI.- Propongo, por un lado, un artículo 9? que establezca la obligación de los servicios y 
que, en todo caso, determine qué sucederá cuando la ley no se cumpla -aspecto que aquí no está-; y 
por otro el artículo 9* bis que refiera al derecho a rehusarse cuando haya una objeción de conciencia 
fundada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hay un capítulo que refiere a los derechos y deberes de los trabajadores de la 
salud. 


SEÑOR SOLAR!I.- Entonces, el artículo sobre objeción de conciencia habría que pasarlo para allí. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estoy de acuerdo con el señor Senador Solari en cuanto a que en el artículo 
referido es incompatible establecer dos cosas totalmente diferentes a la vez. Y, en ese sentido, creo 
que deberíamos mantener lo que refiere a la obligación de los servicios, y pasar todo lo que tiene que 
ver con la objeción de conciencia al capítulo relativo a derechos y deberes de los trabajadores de la 
salud. 


Considero que es de buena técnica legislativa, ya que de no ser así estaríamos incorporando 
en un mismo artículo dos cosas diferentes. 


Entonces, la redacción del artículo 9” terminaría en la palabra “regularmente”. 
SEÑORA MOREIRA.- Y se haría un artículo nuevo relativo a la objeción de conciencia. 
SEÑORA XAVIER.- El otro texto pasaría al artículo 13. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Debemos incorporarlo al artículo 13 y luego solicitar la rectificación. 

Léase el artículo 9* tal como quedaría redactado. 

(Se lee:) 


“Artículo 9* (Obligación de los servicios).- Las instituciones del Sistema Nacional Integrado de 
Salud -en forma directa o mediante las contrataciones de servicios pertinentes- deberán a través de los 
servicios de salud que las componen, asegurar el derecho de la mujer a interrumpir el embarazo en los 
términos previstos por la presente ley. 


Dicha interrupción se realizará de acuerdo a la decisión de la paciente, y tomando en cuenta 
la mejor evidencia científica disponible al momento de llevarla a cabo, de acuerdo a Guías Clínicas que 
el Ministerio de Salud Pública emitirá regularmente.” 


-En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-4 en 6.Afirmativa. 

Léase el artículo 12 del proyecto de ley original. 


(Se lee:) 


“Artículo 12 (Confidencialidad).- Los servicios comprendidos en la presente ley deberán 
mantener la confidencialidad dando cuenta de la interrupción voluntaria del embarazo, sin revelación 
de la identidad de la mujer, al sistema estadístico del Ministerio de Salud Pública de acuerdo a lo 
previsto por el Art. 21 de la Ley N* 18.335, de 26 de agosto de 2008.” 


-Léase el texto propuesto por el Ministerio de Salud Pública. 
(Se lee:) 


“Artículo 12 (Confidencialidad).- Los servicios comprendidos en la presente ley deberán 
mantener la confidencialidad dando cuenta de la interrupción voluntaria del embarazo -en cualquiera de 
las hipótesis comprendidas en la presente ley- sin revelación de la identidad de la mujer, al sistema 
estadístico del Ministerio de Salud Pública, de acuerdo a lo previsto por el art. 21 de la Ley N* 18.335, 
del 26 de agosto de 2008.” 


-En consideración. 


En este texto se agrega la frase: “en cualquiera de las hipótesis comprendidas en la presente 
ley”. Quiere decir que las características del artículo se mantienen, haciendo hincapié en que se abre a 
todas las posibilidades que en la ley se plantean. 


Se me acota por Secretaría que en los artículos ya votados habíamos propuesto cambiar la 
palabra “hipótesis” por “situaciones”, porque este término parecía ser más real, por cuanto aquí 
también se hará ese cambio. 


SEÑOR AGAZZI.- Aquí se establece un principio de protección de los derechos individuales, lo cual 
está muy bien. 


Esto de que se debe mantener la confidencialidad no se cruza o no tiene nada que ver con 
la historia clínica e individual de la persona. Lo digo porque para el paciente sí puede ser válido 
mantener toda la información en su historia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Son dos cosas separadas, señor Senador. La historia clínica va por otro lado. 


SEÑOR AGAZZI.- Entonces, de esta manera se va a incluir en el sistema estadístico del Ministerio, es 
decir, sin nombre. 


SEÑOR SOLARI.- Me preocupa un poco que desde el punto de vista estadístico pueda plantearse que 
no se brinde información sobre la edad de la mujer, su condición civil o si el aborto fue autorizado por 
Juez. En principio, lo único que está restringido bajo confidencialidad total es la identidad, pero no sé si 
queda suficientemente claro. 


¿Qué opinan los abogados sobre esto? 


SEÑORA MOREIRA.- Lo secreto es la identidad de la persona entrevistada, y es lo que se entiende 
está bajo confidencialidad cuando se trabaja con estadísticas. Siempre es la identidad porque el sexo o 
las condiciones son tan variables que se relevan dependiendo del criterio estadístico que se tenga; en 
todo caso, ello lo determina un técnico. En cambio, la confidencialidad en estadística siempre es la 
identidad propia. No sé cuáles son las variables que relevan en el sistema de salud, pero en este caso 
la confidencialidad en estadística se vincula con el nombre propio y la identidad de la persona, sin 
referir a otras variables que son determinadas técnicamente. 


SEÑOR SOLARI.- El artículo habla del sistema estadístico del Ministerio de Salud Pública, pero todos 
sabemos que hay otros sistemas estadísticos oficiales en el país que también pueden requerir esta 


información, y acá lo único que está autorizado es la comunicación al Ministerio de Salud Pública; no 
hay ninguna alusión al Instituto Nacional de Estadística ni al Sistema de Cuentas Nacionales. 


SEÑORA XAVIER.- Este es un tema de registro del Ministerio en su papel rector. No es una 
información que se deba brindar a otros servicios y, de acuerdo con la normativa existente, requiere de 
protección tal como establece la Ley de Protección de Datos Personales y Acción de Habeas Data, y 
de posibilidades de accesibilidad donde en ningún caso se debe revelar la identidad de la paciente. 


SEÑOR AGAZZI.- Creo que el sistema estadístico del Ministerio de Salud Pública es una entidad y 
aquí estamos hablando de cómo le llega la información. El Ministerio puede intercambiar información 
con quien resuelva y a partir de sus estadísticas puede enviarla al INE o a la Universidad para sus 
trabajos de investigación. Entiendo que este artículo no se refiere a eso, sino a cómo se le envía la 
información a ese sistema, y en ese sentido me parece que es adecuado. 


SEÑOR SOLARI.- No entiendo mucho de disposiciones jurídicas, pero me dejaría más tranquilo que se 
estableciera que la identidad de las mujeres que, en ejercicio de su derecho, interrumpen 
voluntariamente el embarazo, deberá ser preservada bajo la confidencialidad más estricta en todos los 
casos y no solamente cuando se comunica al Ministerio de Salud Pública. 


SEÑORA MOREIRA.- Me parece que siempre hay un órgano rector, que es el que recoge la 
información sobre un tema y luego circula por el resto del Estado. Las cuestiones de salud 
corresponden al Ministerio de Salud Pública. Creo que cuando se releva, en el sistema estadístico se 
elimina el nombre. 


SEÑOR SOLARI.- Me parece que este artículo debería preservar la confidencialidad y la identidad de 
la persona que decide interrumpir voluntariamente el embarazo, sea cual sea la hipótesis: ya sea para 
un trabajo de investigación de una universidad o para un sistema estadístico u otro. Estimo que esta 
protección fue pensada por médicos de Salud Pública, pero hay otras situaciones que escapan a esto. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica.) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el artículo 12. 
(Se lee:) 


“Artículo 12 (Confidencialidad). La identidad de la mujer que interrumpiere su embarazo al 
amparo de la presente ley deberá ser mantenida en total reserva”. 


(Apoyados.) 

-En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-4 en 6. Afirmativa. 
Se pasa a considerar el artículo 14. 


SEÑOR AGAZZI.- Si me permite, señor Presidente, creo que deberíamos reconsiderar el artículo 13 
por cuanto estaría repitiendo algo ya consagrado en el artículo 9*. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se reconsidera el artículo 13. 


(Se vota:) 
-4 en 6. Afirmativa. 
Léase el artículo 13. 
(Se lee:) 


“Artículo 13. (Profesionales Intervinientes).- Todos los prestadores de salud comprendidos en 
la presente ley tendrán la obligación de realizar la interrupción voluntaria del embarazo a las usuarias 
por un médico ginecotocólogo en las situaciones previstas. La excepción será el caso de salvar la vida 
de la mujer, donde no se requerirá otra condición que la de título de médico”. 


-En consideración. 


SEÑOR AGAZZI.- Por su parte, el artículo 9% dice: “Todos los servicios de asistencia médica tanto 
públicos como privados habilitados por el Ministerio de Salud Pública, tendrán la obligación de realizar 
la interrupción voluntaria del embarazo a las usuarias que lo requieran en las hipótesis previstas en 
esta ley”, etcétera. Lo que aquí se establece coincide exactamente con el acápite del artículo 13. 


También habíamos acordado que incluiríamos lo relativo a la objeción de conciencia. 


SEÑOR SOLARI.- Coincido con lo que acaba de expresar el señor Senador Agazzi en el sentido de 
que la actual redacción del artículo 9”, que establece la obligación de los servicios, cubre lo que estaría 
disponiéndose en el artículo 13 propuesto, salvo que el procedimiento sea realizado por un ginecólogo 
y que, en caso de riesgo de vida, pudiera ser realizado por cualquier médico. A mi juicio, la ley haría 
mal en establecer que este procedimiento sea realizado solo por médico ginecólogo y que, en caso de 
riesgo de vida, pudiera ser realizado por cualquier médico. Me parece mucho mejor la propuesta que el 
Ministerio de Salud Pública hace para el artículo 9 -que ya fue aprobado- que expresa: “Las 
instituciones del Sistema Nacional Integrado de Salud -en forma directa o mediante las contrataciones 
de servicios pertinentes- deberán a través de los equipos de salud que las componen, asegurar el 
derecho de la mujer a interrumpir el embarazo en los términos previstos por la presente ley”. Considero 
que esta redacción es más acertada y abarcativa que la otra, que habla de médicos ginecólogos o 
médicos generales, etcétera. Luego continúa expresando: “Dicha interrupción se realizará de acuerdo a 
la decisión de la paciente, y tomando en cuenta la mejor evidencia científica disponible al momento de 
llevarla a cabo, de acuerdo a Guías Clínicas que el Ministerio de Salud Pública emitirá regularmente”. 


Como bien señaló el señor Senador Agazzi, tendríamos que incluir en la norma lo relativo a 
la objeción de conciencia. 


SEÑORA MOREIRA.- Sobre este tema quiero decir que existen dos redacciones: la original y otra que 
abarca tres párrafos. La primera, que es un poco más sobria, habla de quienes se excusen de 
participar en el procedimiento. Conviene aclarar que esto fue contemplado en el artículo 9* original, que 
decía: “Ante la eventualidad de que algún integrante del personal médico o de salud se excusara por 
razones fundadas de participar en dicho procedimiento, las instituciones médicas deberán asegurar el 
concurso del personal calificado, para garantizar el cumplimiento de lo expresado en el párrafo 
anterior”. Esta es la redacción original. Luego, en la redacción enviada por el Ministerio de Salud 
Pública, se dedican tres párrafos a la objeción de conciencia. En el primer párrafo donde se menciona 
se dice que la objeción de conciencia es causa de justificación suficiente para no hacerlo; el segundo 
párrafo dice que un vez que se haga la objeción, será vinculante para futuras actuaciones, y en el 
último párrafo se establece que quienes realicen la objeción de conciencia no podrán ser objeto de 
sanciones, etcétera. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El artículo 13 está dentro del Capítulo IIl, “De los derechos y deberes de los 
trabajadores de la salud” y se refiere a las obligaciones que tienen los servicios comprendidos en la 
presente ley. Por lo tanto, el acápite y el contenido del artículo no concuerdan. De todas maneras, 


como creo que el planteo del señor Senador Solari es de recibo, estoy de acuerdo en suprimir la 
referencia a que se realice por un ginecotólogo. Como eso ya está contemplado en el artículo 9%, no 
encuentro sentido a mantener el artículo 13. 


SEÑORA XAVIER.- El artículo 13% se debe referir al párrafo que no dejamos en el artículo 9”, que tiene 
que ver con la objeción de conciencia y dice: “De existir objeción de conciencia expreso por parte del 
personal de salud ante el ejercicio del derecho de la paciente objeto de esta ley, la misma será causa 
de justificación suficiente para que le sea admitida su subrogación por el personal calificado que 
corresponda”. Este es un derecho. 


SEÑOR MOREIRA.- La objeción de conciencia es el derecho que tienen los trabajadores de la salud 
a negarse. 


SEÑOR SOLARI.- Le sacaría la palabra “expreso”. 


SEÑORA XAVIER.- Si al tercer párrafo del artículo 9? en la redacción del Ministerio de Salud Pública le 
sacamos la palabra “expreso”, diría: “De existir objeción de conciencia por parte del personal de salud 
ante el ejercicio del derecho de la paciente objeto de esta ley, la misma será causa de justificación 
suficiente para que le sea admitida su subrogación por el personal calificado que corresponda”. Así no 
ingresamos en ningún procedimiento dejando a las instituciones la regulación de este aspecto. 


SEÑOR AGAZZI.- Si se trata de un derecho, está bien que se refiera en el Capítulo III. Si el personal 
médico o de salud manifiesta objeción de conciencia a los servicios comprendidos en la presente ley, 
ella será causa de justificación suficiente para que le sea admitida su subrogación. El sujeto debe ser 
el personal médico de salud que manifieste objeción de conciencia. 


Pienso que este artículo tiene que referir al personal médico o de la salud. 


SEÑOR SOLARI.- Propongo la siguiente redacción alternativa del artículo 13: “El personal de salud 
tiene derecho a objetar, de acuerdo con su conciencia, el otorgamiento de los servicios conexos a la 
interrupción voluntaria del embarazo establecida por la presente ley. La objeción de conciencia no 
podrá dar lugar a ninguna sanción o discriminación por parte del prestador de servicios de salud que lo 
contratare.” Con este texto quedan establecidos el derecho y la protección. 


SEÑOR MOREIRA.- Después se reglamenta y regula. 
SEÑORA MOREIRA.- ¿Podría leerlo nuevamente, señor Senador? 


SEÑOR SOLARI.- “El personal de salud tiene derecho a objetar, de acuerdo con su conciencia, el 
otorgamiento del los servicios conexos a la interrupción voluntaria del embarazo establecida por la 
presente ley. La objeción de conciencia no podrá dar lugar a ninguna sanción o discriminación por 
parte del prestador de servicios de salud que lo contratare.” 


SEÑOR AGAZZI.- Está bien, señor Senador, porque queda como una unidad. 


SEÑORA MOREIRA.- Disculpen que retroceda, pero quisiera saber cómo quedó el inciso primero del 
artículo 13. 


SEÑOR SOLAR!.- Es un solo inciso. 
SEÑORA MOREIRA.- Entonces, no se expresa que el servicio tiene la obligación de realizarlo. 


SEÑOR AGAZZI.- No, señora Senadora, porque eso está establecido en el artículo 9*. 


SEÑORA MOREIRA.- Entonces, pregunto si todos estamos de acuerdo con la redacción propuesta por 
el señor Senador Solari. 


SEÑOR SOLARI.- Se puede decir que el personal tiene derecho a objetar o a negarse de acuerdo con 
su conciencia. Me parece que cuanto más claro sea el lenguaje utilizado, es mejor para que no se 
generen dudas. 


SEÑOR AGAZZI.- Sí, señor Senador, porque tiene derecho a no brindar los servicios. 
SEÑORA XAVIER.- Eso es objeción de conciencia. 


SEÑOR SOLARI.- Es claro, señora Senadora. El artículo 13 (Objeción de conciencia), diría lo 
siguiente: “El personal de salud tiene derecho a negarse, de acuerdo con su conciencia, a brindar los 
servicios conexos a la interrupción voluntaria del embarazo establecida por la presente ley. La objeción 
de conciencia no podrá generar ninguna sanción o discriminación en contra de quien la formulare”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración el artículo 13 con la redacción dada por el señor Senador 
Solari. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-4 en 5. Afirmativa. 
Léase el artículo 14% propuesto por el Ministerio de Salud Pública. 
(Se lee:) 


“Artículo 14” (Excepcionalidad).- Las situaciones no comprendidas en la presente ley -dentro 
de un margen que determinará de acuerdo a la mejor evidencia científica la reglamentación- deberán 
ser consultadas al Comité Clínico que a estos efectos se cree en el ámbito del Ministerio de Salud 
Pública, el que tendrá carácter multidisciplinario y estará integrado por dos médicos especialistas en 
ginecología y obstetricia o expertos en diagnóstico prenatal y un pediatra”. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica.) 


SEÑOR AGAZZI.- Señor Presidente: una probable redacción del artículo 14 podría ser la siguiente: 
“Créase un Comité Clínico sobre interrupción voluntaria del embarazo de carácter multidisciplinario en 
el ámbito del Ministerio de Salud Pública, integrado por dos médicos especialistas en ginecología y 
obstetricia o expertos en diagnóstico prenatal y un pediatra. El Comité Clínico será una instancia 
técnica en materia de reglamentación de la presente ley para lo cual tendrá en cuenta el conocimiento 
científico actualizado”. 


SEÑOR SOLARI.- Por mi parte, propongo que el inciso tercero diga lo siguiente: “Los reclamos que 
surjan en relación a la aplicación de las disposiciones técnicas de la presente ley -edad gestacional, 
gravedad de malformaciones, etcétera- serán resueltas por el referido Comité, sin derecho a 
apelación”. 


SEÑOR AGAZZI.- Tomando nota de los comentarios, propongo que el primer inciso diga lo siguiente: 
“Créase un Comité Clínico sobre interrupción voluntaria del embarazo, de carácter multidisciplinario, en 
el ámbito del Ministerio de Salud Pública. El Comité será una instancia técnica en materia de 
reglamentación, para lo cual tendrá en cuenta la mejor evidencia científica”. 


SEÑOR SOLARI.- Repito la redacción alternativa para el tercer inciso: “Los reclamos que surjan en 
relación a la aplicación de las disposiciones técnicas de la presente ley -entre otras, edad gestacional, 
gravedad de malformaciones- serán resueltos por el referido Comité, sin derecho a apelación”. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica.) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-4 en 6. Afirmativa. 
Léase el artículo 15 en su redacción original. 
(Se lee:) 


“Artículo 15”. (Derogaciones).- Deróganse los artículos 325, 325 bis y 328 del Código Penal y 
demás disposiciones que se opongan a la presente ley, quedando como artículo 325, el actual texto 
325 tercero: 


Artículo 325. (Aborto sin consentimiento de la mujer). El que causare el aborto de una mujer, 
sin su consentimiento, será castigado con dos a ocho años de penitenciaría.” 


-En consideración. 


La Mesa señala que con respecto a este artículo nos han llegado varias propuestas, en 
función de que en su momento se consideró que la derogación del artículo 325 dejaba la interrupción 
del embarazo en el período de las doce semanas fuera de la ley en materia de delitos. Deberemos 
analizar si mantenemos la redacción original o si le damos otra diferente que contemple una 
interpretación distinta a la de universalidad en cuanto a la derogación del carácter de delito durante 
todo el período del embarazo. 


SEÑORA XAVIER.- Propongo que primero analicemos la redacción presentada por el Ministerio. Luego 
veremos si consideramos los otros textos que se han presentado. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, el artículo 325 quedaría redactado de la siguiente manera: “Aborto 
fuera de plazo y circunstancia. La mujer que causare o consintiera su aborto por fuera de los plazos 
establecidos, será sancionada con penas alternativas a la privación de libertad, con el fin de prevenir 
las interrupciones voluntarias del embarazo.” 


SEÑOR SOLARI.- Creo que una mejor redacción sería: “La mujer que causare su aborto o lo 
consintiera por fuera de los plazos o circunstancias establecidos en los artículos 1* y 4* de la presente 
ley, será sancionada con penas alternativas a la privación de libertad, con el fin de prevenir embarazos 
no deseados.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase la redacción final con las modificaciones propuestas. 
(Se lee:) 


“Artículo 325.- La mujer que causare su aborto o lo consintiera por fuera de los plazos y 
circunstancias establecidas en los artículos 1% y 4% de la presente ley, será sancionada con penas 
alternativas a la privación de libertad, con el fin de prevenir embarazos no deseados.” 


-Léase el artículo 325 Bis del Código Penal. 
(Se lee:) 


“325 bis. (Del aborto efectuado con la colaboración de un tercero con el consentimiento de la 
mujer) 


El que colabore en el aborto de una mujer con su consentimiento con actos de participación 
principal o secundaria será castigado con seis a veinticuatro meses de prisión”. 


SEÑOR SOLARI.- ¿Esta es la redacción que está vigente? 

SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, señor Senador. 
Léase, ahora la redacción modificativa propuesta por el Ministerio de Salud Pública. 
(Se lee:) 


“Modificase el art. 325 bis del Código Penal, el que quedará redactado de la siguiente forma: 
325 bis. (Del aborto efectuado con la colaboración de un tercero, con el consentimiento de la mujer y 
en condiciones de riesgo).- El que colabore en el aborto de una mujer con su consentimiento, con actos 
de participación principal o secundaria, fuera de los servicios de asistencia médica del Sistema 
Nacional Integrado de Salud y en condiciones de riesgo para la salud o la vida de aquella, será 
castigado con seis a veinticuatro meses de prisión”. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica.) 


-Léase el artículo 325 bis del Código Penal en la redacción definitiva. 
(Se lee:) 


“El que colabore en el aborto de una mujer con su consentimiento con actos de participación 
principal o secundaria fuera de los plazos y circunstancias establecidos en los artículos 1% y 4* de la 
presente ley, será castigado con seis a veinticuatro meses de prisión”. 


SEÑOR SOLARI.- El artículo 325 ter, referido al aborto sin consentimiento de la mujer, queda tal cual 
está. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica.) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el artículo 15 con las modificaciones propuestas. 
(Se lee:) 


“Artículo 15.- Sustitúyense los artículos 325 y 325 bis, los cuales quedarán redactados de la 
siguiente manera: 


“Artículo 325 (Abortos fuera de plazo y circunstancia).- La mujer que causare su aborto o lo 
consintiera, por fuera de los plazos y circunstancias establecidos en los artículos 1? y 4% de la Ley de 
Interrupción Voluntaria del Embarazo, será sancionada con penas alternativas a la privación de 
libertad, con el fin de prevenir embarazos no deseados.” 


“Artículo 325 bis (Del aborto efectuado con la colaboración de un tercero con el 
consentimiento de la mujer).- El que colabore en el aborto de una mujer con su consentimiento, con 
actos de participación principal o secundaria, por fuera de los plazos y circunstancias establecidos en 
los artículos 1% y 4% de la Ley de Interrupción Voluntaria del Embarazo, será castigado con seis a 
veinticuatro meses de prisión1.” 


-En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el artículo 16. 

(Se lee:) 

“Artículo 16.- Derógase el artículo 328 del Código Penal” 
-En consideración. 


SEÑOR AGAZZI.- El artículo 16, en la propuesta del Ministerio de Salud Pública, tenía un agregado 
que puede ser importante desde el punto de vista jurídico. Dicho artículo expresaba: “Derógase el 
artículo 328 del Código Penal y demás disposiciones que se opongan a la presente ley”. Puede haber 
otras disposiciones que se opongan y es bueno derogarlas ya aunque no se establezca precisamente 
cuáles son. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En el artículo 16 se debería decir: “Derógase el artículo 328 del Código Penal 
y demás disposiciones que se opongan a la presente ley”. 


En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑORA XAVIER.- Con respecto al artículo 1%, había voluntad de quitar el tema de la violación y 
agregar un nuevo artículo, que sería el 2* y diría: “Si el embarazo fuera producto de una violación con 
denuncia judicial no se aplicará el plazo previsto en el artículo anterior”. De esa manera se eliminan 
los términos “forense” y “acreditación”, y se deja “denuncia judicial”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde, pues, votar si se reconsidera el artículo 1? del proyecto de ley. 
(Se vota:) 
-4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración el artículo 1*. 


La señora Senadora ha propuesto que el inciso segundo del artículo 1” pase a ser el artículo 
2* y que, sucesivamente, se vaya ajustando la numeración del articulado. 


En función de lo que se acaba de sugerir, el artículo 1% terminaría donde dice: “proceso 
gestacional”, y el artículo 2? expresaría: “Si el embarazo fuera producto de una violación con denuncia 
judicial, no se aplicará el plazo establecido en el artículo anterior”. 


SEÑORA XAVIER.- En lo personal, no sé qué nomen juris habría que poner a esta disposición. 
SEÑOR AGAZZI.- Podría ser “Embarazo por violación”. 
SEÑORA XAVIER.- Es un poco fuerte. 

(Dialogados.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la propuesta de la señora 
Senadora Xavier en el sentido de que el inciso segundo del artículo 1% pase a ser el artículo 2* y que, 
sucesivamente, se vaya ajustando la numeración del articulado. 


(Se vota:) 
-4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Propongo como Miembro Informante del proyecto de ley a la señora Senadora Xavier que, 
como ella acota, lo hará por escrito. 


(Apoyados.) 

-También correspondería que se hiciera un informe en minoría. 
(Apoyados.) 

-No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Es la hora 19 y 58 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


